







	
    	
        	ABAJO LA DEMOCRACIA


			
            	  


                   


                    


                Eduardo Álvarez Puga

                 


			

                

               
			
[image: ]
			

		

	


	
    	
       
            1.ª edición: junio, 2013

             

            © Eduardo Álvarez Puga, 2013

            © Ediciones B, S. A., 2013

            Consell de Cent, 425-427 - 08009 Barcelona (España)

www.edicionesb.com

            Depósito Legal: B. 18.628-2013

            ISBN DIGITAL:  978-84-9019-519-2

            
           
             

Maquetación ebook: Caurina.com


            Todos los derechos reservados. Bajo las sanciones establecidas en el ordenamiento jurídico, queda rigurosamente prohibida, sin autorización escrita de los titulares del copyright, la reproducción total o parcial de esta obra por cualquier medio o procedimiento, comprendidos la reprografía y el tratamiento informático, así como la distribución de ejemplares mediante alquiler o préstamo públicos.

		

	


	
		
			1

			La Democracia y sus enemigos

			La democracia, como ciertas especies biológicas protegidas, está en peligro de extinción. Nuestro ecosistema político sufre un grave deterioro debido a la contaminación originada por fuerzas anónimas y poderosas. No faltará quien tache este diagnóstico de excesivamente pesimista. Abundan los cantores entusiastas de las excelencias de los nuevos tiempos que se avecinan. La verdad es que los espectaculares avances científicos han creado las condiciones idóneas para mejorar la calidad de vida de toda la humanidad, erradicando definitivamente el hambre y la pobreza. La creencia en la democracia como el mejor de los sistemas posibles continúa siendo una vigencia social, ecuménicamente compartida. Todas las organizaciones políticas presumen de representar mejor que nadie los intereses mayoritarios de los ciudadanos y respetar las reglas fundamentales de los regímenes participativos y libres. Han desaparecido de la faz del planeta los totalitarismos nazis y fascistas; la dictadura burocrática soviética se ha derrumbado cual frágil castillo de naipes; a los viejos dictadores ya les piden cuentas los tribunales de justicia, aunque sus actuaciones son parciales e ideológicamente interesadas. Pero conviene no bajar la guardia. La democracia no es algo que se consigue de una vez para siempre sino que hay que ganársela a pulso día a día. Los enemigos reales de la libertad, la igualdad y la fraternidad, pilares teóricos de la democracia liberal, permanecen agazapados en el búnker de la intolerancia, sin atreverse a confesar públicamente sus verdaderas devociones. Si dirigimos una mirada atenta y reflexiva a nuestro entorno podemos apreciar, más allá de las apariencias triunfalistas y del poder de encantamiento del escaparate consumista, cómo macro empresas, instituciones financieras y organismos internacionales, bien protegidos frente a cualquier tipo de control democrático, van usurpando competencias tradicionalmente reservadas a los gobiernos estatales legitimados por el voto popular. El poder económico, egoísta e interesado, cual resucitado caballo de Atila, cabalga a su antojo en busca cada vez de mayores beneficios gracias a la explotación desconsiderada de los más débiles. El mundo de la realidad y el mundo abstracto del pensamiento giran en órbitas diferentes, a pesar de los considerables esfuerzos y apoyos económicos de los patrocinadores intelectuales del nuevo orden global.

			Ante esta desconcertante situación es preciso no regatear esfuerzos mentales hasta conseguir aislarnos de la vorágine mediática que nos envuelve y manipula para detenernos a reflexionar sobre lo que sucede en nuestro entorno, no vaya a suceder, una vez más, que pretendan darnos gato por liebre, vaca loca por ternera cuerda. El progreso de las tecnologías de la comunicación y los avances de los estudios sociológicos facilitan los engaños y el adoctrinamiento de las masas en ideologías interesadas difundidas por las redes globales de comunicación. El empresario de prensa es una especie a extinguir y el capital financiero ya participa de un modo directo en los grandes grupos de comunicación escrita y audiovisual. La intromisión del poder económico en las redes de la información se intensifica cada vez más. Ha desaparecido la funesta figura del censor oficial pero los controles se han hecho ahora profundos y eficaces. Una de las actividades más higiénicas del humano razonar consiste en descubrir lo oculto tras las apariencias, no vayamos a confundir las voces con los ecos, las sombras con los objetos. Pocos vocablos han sido aplicados a realidades tan diferentes, y en ocasiones contradictorias, como el término «democracia». La utilización partidista y manipulada de su auténtico significado ha contribuido a crear la desorientación reinante. Los intelectuales orgánicos al servicio del poder han realizado auténticos malabarismos circenses para complacer los deseos de los amos del universo. Diestros manipuladores se presentan como los auténticos protagonistas del nuevo circo global ante los ojos apáticos del gran público.

			Tampoco debemos dejarnos deslumbrar por los autocalificados como pensadores y periodistas independientes. Todos estamos al servicio de quien nos paga. Nadie invierte sus caudales para que defiendan posiciones ideológicas o recetas económicas contrarias a sus intereses. Los auténticos directores de la comedia de las equivocaciones que estamos viviendo permanecen en las sombras, tras las bambalinas del escenario mediático. La intelectualidad asalariada no es más que la inteligencia vendida al mejor postor. El recurso más burdo y frecuente utilizado por los cerebros domesticados consiste en poner apellidos a las palabras con objeto de desvirtuar su significado. Durante más de cuarenta años la dictadura española, criatura política amamantada desde su nacimiento por la feroz loba fascista, se bautizó sacramentalmente como democracia orgánica; los totalitarismos burocráticos de la Europa del Este proclamaron ser la encarnación del socialismo real, el paraíso democrático de los trabajadores; a la moderna organización política concebida a imagen y semejanza de los intereses de las grandes corporaciones financieras la denominan democracia liberal, aunque la única libertad realmente defendida sea la de los económicamente más fuertes para enriquecerse sin límites. Todos los valores éticos del liberalismo clásico han sido arrollados sin clemencia. El disfrute de los derechos y las libertades en la actualidad está en relación directa con la capacidad económica de los ciudadanos. En nuestra sociedad, los derechos fundamentales de la persona también cotizan en Wall Street. El valor de la libertad sube y baja como las acciones en las mareas bursátiles. Los predicadores del pensamiento único y verdadero, del nuevo totalitarismo intelectual y económico, pretenden demostrar una simbiosis real entre democracia y mercado, capitalismo y libertad. Pero como sostiene acertadamente Aurelio Areta: «La abismal diferencia entre el mercado y la democracia estriba en que aquél organiza el tráfico de intereses privados entre seres económicamente desiguales, mientras que ésta ordena el interés común de los políticamente iguales.»

			Los voceros entusiastas incluso llegan a anunciar la llegada de la humanidad a la tierra prometida, el fin de la historia del pensamiento político, del pluralismo ideológico. Cuando Francis Fukuyama, un modesto funcionario, estaba meditando en el Sinaí de Washington, se le apareció milagrosamente el soberano dios de todos los mercados para entregarle las tablas de la ley de la religión neoliberal con objeto de que difundiera la buena nueva entre los mortales infieles. Quien osa pecar contra sus mandamientos está irremisiblemente condenado al infierno de la eterna pobreza. Todos debemos hincar humildemente nuestras rodillas ante el nuevo becerro de oro, nunca mejor dicho. Si bien el dios ideado por los hombres ha sido tradicionalmente conservador, en su nueva aparición se ha vuelto todavía más reaccionario e intransigente. Ya no se atreve a fustigar con látigos a los mercaderes que invaden los templos de la religión y el santuario de la democracia, sino que los sienta a su diestra. Los valores tradicionales de la democracia burguesa —libertad, igualdad y fraternidad— están siendo reemplazados por el ánimo de lucro, la competitividad y el consumismo. El Estado es considerado como la reencarnación del mismísimo Lucifer. Una riada de privatizaciones inunda espacios reservados hasta hace poco a la gestión pública. Las ideologías izquierdistas no se atreven a defender sus postulados tradicionales. En nombre de la modernización renuncian a sus principios y se convierten, aun sin pretenderlo, en cómplices de la nueva situación. Los errores del pasado actúan como una pesada losa. El descontento radical se manifiesta únicamente en las pintadas en las paredes urbanas y en reuniones callejeras tan ruidosas como intrascendentes. Los medios de comunicación están controlados en su mayor parte por el gran capital, solamente en las tapias de las callejuelas pueblerinas se refleja la libertad, gritan como desahogo algunas pintadas espontáneas. Los anarquistas recuerdan que mientras los grandes medios de comunicación pertenecen a las oligarquías económicas, las paredes son del pueblo. Allí cada ciudadano puede expresar libremente sus ideas, sin filtros ni presiones. El sistema sabe que tarde o temprano acabará domesticando a los descontentos. En la inmensa mayoría de los casos es una cuestión de edad, una especie de pasajero sarampión juvenil. Muchos líderes revolucionarios del mayo francés son en la actualidad brillantes ejecutivos, defensores acérrimos del orden establecido y la paz social. Los parlamentos bailan al son que les marca el látigo del poderoso y disimulado domador universal. Las cadenas del dinero son más fuertes y opresivas que las de acero. Pero lo realmente inquietante no es el acoso que sufren las ideologías tradicionalmente consideradas como progresistas, sino que la ofensiva afecta gravemente a los mismos cimientos del edificio democrático construido a partir de la Revolución Francesa, es decir, de la llamada democracia burguesa.

			Con la sola y racional herramienta del sentido común podemos llegar a descubrir y definir la naturaleza de la verdadera democracia. Se dice de algo que es auténtico cuando se establece sin lugar a dudas su identidad, es decir, cuando se comprueba que es cierta y verdaderamente lo que se supone que sea. Ya Aristóteles estableció de forma sencilla y rotunda la diferencia entre lo verdadero y lo falso: decir que lo que es no es, es falso; decir que lo que es es, verdadero. Las verdades últimas son sencillas y elementales, están al alcance de todas las inteligencias. Quien retuerce y complica los argumentos deviene en sospechoso de pretender engañarnos con timos intelectuales. La claridad es la primera cortesía del filósofo, como señaló el maestro Ortega y Gasset. La definición de democracia más sencilla, elemental y luminosa, la identifica con aquel tipo de organización política en la que el poder soberano corresponde al pueblo, quien lo puede ejercer directamente o por medio de representantes libremente elegidos y posteriormente minuciosamente controlados en su gestión. No existe mejor regla para medir el grado de democracia de un determinado sistema que analizar el poder real de todos y cada uno de los ciudadanos a la hora de fijar la marcha de los negocios públicos, la renta per cápita de participación política. Quien no participa no es ciudadano, sino simple súbdito.

			Hay que extremar las precauciones mentales a la hora de atribuir derechos colectivos a determinadas identidades históricas o patrióticas: el único titular de derechos y obligaciones es el hombre concreto de carne y hueso que se realiza en una circunstancia determinada. Los artificios colectivistas, las supuestas identidades mantenidas incólumes a través de los tiempos, desconocen este hecho radical y determinante. La grandilocuencia patriótica y uniformadora pretende enmascarar objetivos inconfesables y contrarios al interés mayoritario de los ciudadanos. Se invocan altos valores para ocultar intereses bastardos y egoístas. Se suele decir que los ciudadanos son libres solamente cuando su nación es libre, pero la realidad nos demuestra que el primer requisito para que una nación sea realmente libre es que lo sean todos y cada uno de sus miembros. La Libertad, con mayúscula, no es más que la resultante de sumar muchas pequeñas, pero fundamentales, libertades. Como sostenía acertadamente Voltaire, las grandes discusiones metafísicas se asemejan a globos de aire hermosos pero que, cuando revientan, no les queda nada dentro. No debemos flotar en los espacios siderales de la imaginación, sino tener nuestros pies firmemente anclados en el duro suelo de la realidad.

			La soberanía de los ciudadanos es el principio inmutable y fundamental mantenido vivo a través de los tiempos, en medio de las vicisitudes y manipulaciones sufridas por el término «democracia». La titánica lucha del hombre por liberarse de las cadenas económicas y de los fanatismos asfixiantes ha encontrado la tenaz resistencia de los poderes dominantes, interesados en conservar sus privilegios contra viento y marea. Siempre el poder religioso, el poder militar y, sobre todo, el poder económico, se han esforzado con éxito por mantenerse al margen del control de las mayorías. Han actuado constantemente como eficaces agentes antidemocráticos. La fe, la disciplina castrense contra supuestos enemigos exteriores y últimamente la libertad de mercado han sido las tres coartadas más utilizadas para cortar las alas al poder de los ciudadanos de base.

			Aunque sea conveniente extremar las precauciones para no caer en la tentación de actuar selectivamente sobre el pasado para destacar aquello más conveniente a nuestros argumentos y silenciar deliberadamente los hechos contrarios a nuestras tesis, es indudable que la organización de las ciudades-estado griegas nos legaron una serie de comportamientos políticos que, transcurridos más de dos mil años, conservan todavía la categoría de prácticas democráticas realmente modélicas. Los griegos consideraron al pueblo como legítimo detentador de la soberanía, con capacidad para gobernar directamente o a través de representantes libremente elegidos. Aristóteles, en su fundamental obra La política, define la democracia como aquella forma de gobierno en la que el pueblo (demos) es soberano, a diferencia de los sistemas oligárquicos en los que unos pocos (oligo) ejercen el poder efectivo. Distingue el filósofo griego tres tipos distintos de gobierno: el democrático, el aristocrático y el monárquico.

			Ya en el siglo v antes de Cristo en las ciudades-estado griegas los ciudadanos estaban habilitados para autogobernarse. Una parte mayoritaria de los varones tenía reconocido el derecho a participar directamente en el gobierno de su ciudad. Solamente eran declarados incapaces políticamente los extranjeros, las mujeres y los esclavos, exclusiones que se han mantenido durante mucho tiempo en las modernas democracias. Dentro de la cultura política de la Grecia clásica se consideraba como presupuesto indispensable para el buen funcionamiento del sistema participativo una cierta igualdad entre todos los miembros de la comunidad política, tanto en lo concerniente a su riqueza personal como en cuanto se refiere a la disposición de tiempo libre. La democracia, en su opinión, exigía igualdad: igualdad de los ciudadanos para intervenir en las asambleas (isogoria) e igualdad de todos ante la ley (isonomia). Para el buen funcionamiento de la democracia directa era necesario que la población no fuera muy numerosa ni el territorio demasiado extenso, solamente así se podía lograr el indispensable mínimo común denominador de cultura e intereses, además de un conocimiento directo de los problemas reales de la ciudad. Los electores, por otra parte, tenían que contar con datos suficientes para valorar la capacidad y la honradez de los elegidos antes de confiarles las riendas del gobierno de la comunidad. Los hombres públicos, precisaba Pericles, deberían armonizar la gestión de los negocios públicos con la administración de sus intereses privados. Por el contrario, los ciudadanos tenían que compatibilizar las actividades predominantemente privadas con la intervención en el control de la actuación pública. El hombre libre, el ciudadano en el disfrute de la plenitud de sus derechos, alcanza ya entonces la categoría de juez supremo a la hora de decidir lo que más le conviene.

			No cabe duda de que los pilares básicos sustentadores de todo el edificio democrático se construyeron siglos antes del advenimiento de Cristo. La redención política de la humanidad se anticipó a la redención cristiana. La democracia también es una fórmula política para practicar la fraternidad con el prójimo y lograr la igualdad entre todos los hombres. La buena nueva helénica se propagó hasta las ciudades de la Roma imperial y dominadora. Partiendo de los muchos siglos de vigencia teórica de los principios democráticos, resultaba previsible que, dos mil años más tarde, se hubieran logrado los avances suficientes para garantizar la paz y convivencia racional entre los hombres y los pueblos. El objetivo básico de la democracia es proporcionar una fórmula eficaz para que las gentes puedan dirimir pacíficamente las naturales discrepancias producidas en el seno de toda comunidad compleja. Pero el progreso intelectual de la humanidad no guarda ningún paralelismo con el espectacular desarrollo material y tecnológico. La historia nos muestra sorprendentes altibajos en el ilusionado peregrinar de los hombres hacia un mundo más justo y solidario. No existe, tal como defienden los teóricos del evolucionismo, una constante en el progreso, sino que en cada época asistimos a avances esperanzadores alternando con retrocesos frustrantes. En pleno siglo xx florecieron xenofobias exterminadoras, inconcebibles en el nivel cultural alcanzado y se cometieron genocidios dignos de las épocas más bárbaras y primitivas de la humanidad. Los señores de la guerra continúan sentándose en los tronos del poder. Por todas partes abundan los sistemas tiránicos, aunque algunos hayan suavizado sus maneras. Desgraciadamente, en el inicio del siglo xxi la democracia continúa siendo la gran utopía pendiente, tanto en el sentido dado al vocablo por Tomás Moro de descripción en el vacío de una sociedad perfecta, como en su acepción estrictamente terminológica: lo que no está en ninguna parte. Los proyectos utópicos han sido siempre y continúan siendo revolucionarios. Utópicas siguen siendo las teorías contenidas en libros como La república de Platón, La ciudad del sol de Campanella, La nueva Atlántida de Francis Bacon o las modernas imaginaciones de Herbert George Wells. Los fracasos en los proyectos de alcanzar metas deseables y benéficas para la recta organización de la humana convivencia no deben conducirnos al desaliento ni a un pesimismo empobrecedor. Como escribió hace ya algunos años Max Weber, la experiencia histórica confirma que la humanidad no habría logrado alcanzar lo posible si no hubiera insistido una y otra vez en lograr lo que parecía imposible. Por eso conviene seguir luchando para que la auténtica democracia sea una realidad, al menos para nuestros descendientes.

			En los albores del siglo xxi nuevos imperios económicos y sociales están colonizando nuestro planeta para imponer su interesada voluntad. Se utilizan los pretextos más variados para controlar a los países más débiles y explotar sus riquezas. Hemos abolido legalmente la esclavitud, pero continúa siendo una dramática realidad en el tercer mundo el tráfico de personas, sobre todo de niños. Dentro de la sociedad industrializada y próspera existen bolsas de pobreza y lacerantes injusticias sociales. Las grandes marcas multinacionales explotan a precios de saldo a los trabajadores de los países subdesarrollados para luego vender sus mercancías como artículos de lujo en el mundo opulento y satisfecho. Incluso se llega a utilizar la mano de obra infantil para abaratar los costes de producción. Niños prematuramente adultos fabrican balones y juguetes con los que nunca podrán entretenerse por no estar al alcance de sus posibilidades económicas. Pero los menores que carecen de trabajo todavía lo pasan peor: están condenados a la muerte lenta de los famélicos. El informe de la Naciones Unidas sobre la Infancia denuncia la muerte de casi once millones de niños cada año, víctimas de enfermedades perfectamente curables. La explotación infantil no es una lacra solamente tercermundista. Miles de menores trabajan ilegalmente en los Estados Unidos de Norteamérica en tareas agrícolas y en ocasiones incluso rebasan los topes legales de las jornadas de trabajo establecidas para los adultos. Y lo mismo sucede en algunas zonas del agro español, sobre todo entre los temporeros inmigrantes. Un informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) hecho público en la primavera de 2002 registra más de 250 millones de niños que sufren explotación laboral. En España la cifra se encuentra en torno a los 200.000. La mortalidad infantil se ha incrementado dramáticamente en el África subsahariana: el 17 % de los nacidos no llega a cumplir los cinco años de edad. El problema afecta no solamente a todo el tercer mundo sino también a sectores marginales en los países prósperos. La brecha entre los pobres y los ricos se hace cada vez mayor en una sociedad movida por el ánimo de lucro.

			Los derechos del hombre y del ciudadano solamente son respetados en el cielo de las grandes abstracciones retóricas, a pesar de que su cumplimiento continúa siendo la primera exigencia de la democracia. Las cartas constitucionales proclaman solemnemente que todos los hombres tienen derecho a un trabajo digno y suficientemente remunerado, pero las cifras de parados continúan siendo escandalosas dentro del mundo próspero y consumista. Son consideradas como un simple dato estadístico, una incógnita a despejar en la gran ecuación económica, al mismo nivel que la inflación, la balanza comercial o la deuda externa. Incluso ha habido expertos que atribuyeron la desaceleración de la economía estadounidense en el año 2000 a las elevadas tasas de empleo alcanzadas. Al parecer, la violación de un derecho humano fundamental resulta deseable para la buena marcha de los grandes negocios, siempre que se mantenga a un determinado nivel. Dentro de la actual lógica financiera, el pleno empleo es una meta totalmente inalcanzable. La automatización y la robotización han tenido un desarrollo espectacular. Proliferan las máquinas inteligentes para reemplazar el trabajo humano. En un mundo mercantilizado se subordina el respeto de derechos fundamentales a supuestas exigencias macro económicas. Todos los hombres somos iguales, se nos dice, pero desde que ha comenzado la nueva economía se han acentuado las diferencias entre los ciudadanos y entre las naciones. Los menos se han enriquecido cada vez más, mientras que la mayor parte de la población se ha empobrecido. Se mantienen todavía importantes discriminaciones por razón del sexo, las creencias o el lugar de nacimiento; se reconoce que toda persona, por el hecho de serlo, tiene derecho a un nivel de vida digno, pero un tercio de la humanidad pasa hambre y, según datos oficiales de la FAO, 34 millones de desnutridos son ciudadanos de los países industrializados; todos los niños tienen derecho a recibir educación gratuitamente, pero más de cien millones de menores continúan sin escolarizar; sesenta millones de ciudadanos de la comunidad europea son pobres. Se discrimina también entre los niños en función del sexo. El 60 % de quienes carecen de escuela elemental son niñas.

			La defensa de los derechos humanos no es un juego floral. A los dirigentes políticos se les hace la boca agua hablando de democracia, libertad y justicia, pero no ponen remedio a una situación contraria a la dignidad humana; se reconoce la libre circulación del dinero, pero nadie se preocupa por la aplicación universal de los derechos del hombre, por la erradicación de la pobreza y por la libertad de desplazamiento de las personas. Las mafias exprimen a quienes desean huir desesperadamente de la miseria. Numerosos Estados mantienen vigente la pena de muerte y someten a los delincuentes a torturas y penas infamantes. Se mutilan las manos de los ladrones y se lapidan a las mujeres adúlteras, con el sólo testimonio del marido supuestamente agraviado. Suenan ridículas, a estas alturas, las promesas de las Naciones Unidas al finalizar la última contienda mundial de establecer un orden internacional «en el que los derechos y libertades proclamados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se hagan plenamente efectivos».

			Alain Touraine denuncia las nefastas consecuencias del proceso de globalización al que estamos sometidos. Los estados nacionales soberanos, cual terrones de azúcar, se disuelven en el mercado universal, cediendo competencias exclusivas a grandes corporaciones económicas, o bien se desintegran en nacionalismos de campanario. «Entre la economía mundializada —escribe el pensador francés— y las culturas agresivamente encerradas en sí mismas y que patrocinan un multiculturalismo absoluto cargado de rechazo del otro, el espacio político se fragmenta y la democracia se degrada; en el mejor de los casos, se reduce a un mercado político relativamente abierto, pero que nadie tendría el valor de defender.»1 Asistimos impotentes a la devaluación de los ideales de la democracia.

			La economía ha dejado de ser una ciencia al servicio de las necesidades de los hombres para convertirse en un sistema rector de vidas y haciendas. Ahora es el hombre quien se encuentra encadenado a las exigencias macroeconómicas. De ser sujeto activo del proceso se ha convertido en un elemento pasivo. La lucha contra la inflación se centra principalmente en la reducción del poder adquisitivo de sueldos y salarios. Nada se dice de los grandes beneficios como factores desestabilizadores del equilibrio económico. Para mantener la competitividad de las multinacionales son despedidos miles de trabajadores o se conceden prejubilaciones a personas en perfectas condiciones físicas y sobradamente capacitadas para trabajar. El dinero se ha convertido en la medida de todos los valores. La política ha sufrido una fuerte campaña de desprestigio, ayudada por los numerosos casos de corrupción alimentados precisamente desde el poder económico. A pesar de constituir delitos bilaterales, cuya responsabilidad afecta tanto al que paga como al que cobra, las críticas generalizadas y las sanciones punitivas han caído solamente contra una de las partes. Mientras abundan los políticos que sufren condenas en las cárceles, los corruptores siguen viviendo tan ricamente y disfrutando del mismo nivel social. El desprestigio de la clase política tarde o temprano acaba siendo el desprestigio de la propia democracia, algo que sus enemigos conocen perfectamente.

			Desde siempre existen poderes contrarios a la extensión de la participación ciudadana. Cuando las potencias vencedoras de la última contienda mundial contra los totalitarismos fascistas sentaron las bases de lo que creían que iba a ser un nuevo orden mundial pusieron extremado cuidado en poner frenos a las impaciencias democratizadoras de la humanidad. La Organización de las Naciones Unidas, creada el 24 de octubre de 1945 en virtud de la Carta de San Francisco, establece mecanismos legales abusivos para garantizar el control de su funcionamiento por las grandes potencias vencedoras de la contienda. Confundieron la democracia con un botín de guerra. El Consejo de Seguridad, su máximo organismo, tiene profundas lagunas democráticas, tanto en su composición como en su funcionamiento. Las cinco grandes potencias vencedoras de la contienda —China Nacionalista, Estados Unidos de Norteamérica, Francia, Gran Bretaña y la URSS— se autoconstituyeron en miembros permanentes, mientras que los otros seis componentes son elegidos por la Asamblea General entre los representantes del resto de las naciones. Aunque las decisiones del Consejo de Seguridad son mayoritarias cuando cuentan con la aprobación de siete de sus miembros, el voto negativo de una de las grandes potencias supone el rechazo de la resolución. Esta regulación se realizó en pleno baño de euforia democrática, cuando las huellas dramáticas de la sangrienta lucha despertaron en toda la humanidad profundos deseos de establecer unas reglas de juego que lograran la paz perpetua entre las naciones y los pueblos de la tierra. Había que evitar a todo trance el retorno de los totalitarismos que amenazan la convivencia civilizada. Pero quienes condimentaron el gran pastel estaban lejos de la ingenua euforia democrática popular. Se preocupaban por dejar todo atado y bien atado, como siempre ha sucedido a lo largo de la historia de la humanidad. Dentro de la paz caliente ya se estaba gestando la guerra fría. Como es natural, con el paso del tiempo todavía se han incrementado más las deficiencias democráticas en el funcionamiento del organismo internacional. Las grandes potencias, no contentas con los privilegios legales establecidos, han campado por sus respetos y han desoído tanto las recomendaciones como las sentencias de su máximo organismo judicial, el Tribunal de La Haya, por violaciones flagrantes del derecho de gentes. Empezando por la propia Norteamérica. La ley rectora de las relaciones entre los Estados, más de medio siglo después de la creación de la ONU, continúa siendo la ley del más fuerte.

			Estamos jugando con fuego, tal como sostiene A. McGrew, las organizaciones internacionales comparten los antiguos poderes exclusivos de los Estados, las fronteras se tornan más permeables para el dinero y la soberanía popular cada vez resulta más problemática. La política liberal clásica culmina el proceso iniciado a bombo y platillo en el siglo xviii autoinmolándose en el altar del gran dios globalizador, con la bendición del neoliberalismo triunfante. En el amanecer del nuevo milenio, el poder público, cautivo y desarmado, está siendo desarbolado por la furia privatizadora que no deja títere público con cabeza. Se impone el egoísmo competitivo. El Estado social de derecho, encarnación de las conquistas sociales de las clases más oprimidas, es sustituido por el Estado mercantil de hecho. La cultura política dominante en las altas esferas del poder internacional representa el triunfo de todas aquellas fuerzas que, a lo largo de los tiempos, se opusieron frontalmente al principio de soberanía popular.

			El frustrado sueño democrático

			Desde la noche de los tiempos, el discurso democrático se escribió siguiendo rigurosamente las reglas de la gramática social de la igualdad. Los hombres, se nos dijo, todos los hombres por igual, somos soberanos y gozamos de capacidad suficiente para decidir nuestro propio destino; somos, como enseñaba el filósofo Ortega y Gasset, nos guste o no, los novelistas de nuestra propia vida. Solamente quienes están legitimados por el consentimiento mayoritario de los ciudadanos pueden imponer sus decisiones a toda la comunidad política. Las diferencias existentes entre los hombres no son tan acusadas como para permitir a unos pocos disfrutar de privilegios que niegan a los restantes miembros de la sociedad. La lucha por la auténtica igualdad continúa siendo la gran cuestión pendiente de la democracia. Las lacerantes desigualdades constituyen la pandemia de nuestra época, una de las mayores injusticias, causa directa de muchas otras.

			El gran legado democrático de la Grecia clásica sufrió un cegador eclipse durante siglos. En el transcurso de la Edad Media se parieron abundantes supersticiones e irracionalidades. La filosofía pagana fue reemplazada por sofisticadas teologías escolásticas, cábalas de las más diversas especies y fetichismos. La religión osó invadir territorios ajenos a sus competencias espirituales. San Agustín, en su obra La ciudad de Dios, escrita entre 1413 y 1416, desarrolló una singular versión teológica de la historia de la humanidad. Distingue dos tipos diferentes de ciudades: una generada por el egoísmo, el amor de los hombres a sí mismos, la civitas terrena; otra, la civitas Dei, basada en el amor divino. Ambas se disputan el poder sobre la tierra, pero mientras la ciudad terrena aspira a una paz coincidente con el bienestar temporal, la celestial persigue como finalidad la paz eterna, gracias a la plena posesión de Dios en el otro mundo.

			Según la doctrina escolástica dominante durante toda la Edad Media entre los pensadores cristianos, el poder venía directamente del más allá, era celestial. La mano invisible y omnipotente de Dios elige a emperadores y monarcas para realizar misiones apostólicas redentoras, para conseguir en su reino el triunfo del bien sobre el mal, la comunión de todos sus súbditos en la verdad revelada, la única fe verdadera. Los soberanos no tenían más límites en el ejercicio del poder que el sometimiento a la ley divina. El patriarca Nicolás el Místico predicó en el año 912 la desobediencia de las leyes contrarias a los mandamientos del Sumo Hacedor. A pesar de la recomendación evangélica de dar a Dios lo que es de Dios y al César lo que es del César, la confusión de competencias entre lo divino y lo terrenal invadió el escaso pensamiento político de aquella era. El derecho de propiedad se aplicaba tanto a los bienes materiales como a las personas, convertidas en meros objetos al servicio del amo y señor de vidas y haciendas. Dentro de semejantes coordenadas culturales no podía fructificar ningún tipo de teoría democrática. Hablar de soberanía popular constituía una herejía digna de ser purificada en las hogueras de la Santa Inquisición. Era una especie de asonada contra el poder del Dios soberano de la cristiandad.

			Todas las luchas populares importantes contra los abusos y atropellos de las autoridades feudales tuvieron un denominador común: el deseo de nivelar las injustas desigualdades entre los hombres. Los utópicos revolucionarios soñaban con una sociedad sin clases o de una sola clase. Las revueltas más importantes organizadas durante la Baja Edad Media, como la Jacquerie de París en 1358, el levantamiento de los Ciompi en Florencia en 1378 y la Revuelta de los Campesinos en Inglaterra en 1381, persiguieron como objetivo prioritario la nivelación de las propiedades. La Jacquerie fue fundamentalmente una insurrección rural de unos campesinos hartos de soportar los abusos de la nobleza y las calamidades derivadas de las constantes guerras. John Ball, un sacerdote rural, lideró ideológicamente el movimiento de los campesinos ingleses. Bajo los reinados de Eduardo III y Ricardo II pronunció encendidos sermones en defensa de la igualdad. «Las cosas no irán bien en Inglaterra, y jamás irán bien —predicaba— hasta que toda la propiedad sea común, y hasta que no haya siervos ni caballeros y todos seamos iguales.» La encendida defensa de semejantes ideas, su fidelidad a los principios enunciados en sus discursos, le condujeron hasta el patíbulo, destino frecuente de quienes se permitían pensar por su cuenta en una sociedad dominada por dogmas e intransigencias. Los heterodoxos eran dignos de todo tipo de sospechas y castigos.

			Tras las sangrientas guerras civiles surgió en Inglaterra el movimiento de los niveladores, deseoso de poner fin a las desigualdades económicas y sociales. Reaccionaron tajantemente contra los abusos de los poderosos. Defendían el derecho de los hombres a poseer la propiedad de bienes suficientes para poder organizarse como propietarios independientes. Nadie podía tener una fortuna, pensaban, que le permitiera actuar como explotador de las necesidades de sus semejantes.

			Tomás Moro, bajo el reinado de Enrique VIII, alarmado ante la transformación de su país en lo que calificaba como un «reino de mercaderes», denuncia los abusos cometidos por las clases dirigentes y elabora un nuevo proyecto de sociedad más justa e igualitaria. Considera conveniente la supresión de la propiedad privada, ya que nadie, en su opinión, estaba legitimado para poseer riqueza por encima de sus necesidades. Todo debe ser de todos. Cada miembro de la sociedad tiene derecho a utilizar y consumir lo necesario para subsistir. También rechaza tajantemente la división de la sociedad en clases, consecuencia necesaria de la supresión de las desigualdades de riqueza entre los hombres. Los ciudadanos tienen la obligación de trabajar, excepto los enfermos y los ancianos, que deben ser convenientemente atendidos en sus necesidades. Denuncia la codicia de los nobles y abades, afanados en acumular los máximos beneficios posibles, incluso haciendo pastorear sus rebaños en tierras cultivadas, destruyendo los sembrados y las futuras cosechas de los agricultores. Muchos campesinos, ante semejantes atropellos, se vieron obligados a abandonar sus tierras de labor y a malvender sus propiedades. Tomás Moro acusa a las ovejas de los señores de ser más feroces que los lobos y otras alimañas, ya que son capaces de engullir a los pobres campesinos. La misión del soberano, opina el santo inglés, consiste en «fomentar la paz, las artes y las ciencias mediante medidas prudentes, difundir por todas partes el bienestar y la abundancia; ha de amar al pueblo y hacerse amar por sus súbditos».2 Reconoce Moro el derecho del pueblo a derrocar al soberano si comete actos de tiranía. Todos los cargos públicos deberían ser electivos y su desempeño limitarse a un año de duración. Tomás Moro fue canonizado por apoyar al Papa frente al rey de Inglaterra, no por sus ideas.

			Las corrientes igualitarias se mantienen vivas en el pensamiento de los padres intelectuales de la democracia burguesa. Hobbes reconoce que la naturaleza ha hecho a los hombres iguales en sus facultades del cuerpo y de la mente. «Si a veces se encuentra a un hombre manifiestamente más fuerte por su cuerpo o más capaz por su mente que otro —escribe en el Leviatán— al considerarlos todos juntos, la diferencia entre un hombre y otro no es tan considerable como para que alguien pueda reclamar para sí los beneficios a los que otro no puede aspirar.» El filósofo inglés parte de esta situación de igualdad básica para argumentar a favor de un poder político fuerte. Si varios hombres desean la misma cosa y están legitimados para reivindicarla, resulta necesaria la existencia de un poder capaz de arbitrar y decidir según criterios de estricta justicia los conflictos planteados. De la existencia de estas tensiones y disputas deduce Hobbes que, en estado de naturaleza, el hombre es un lobo para el hombre. Desde perspectivas ideológicas diversas, la inmensa mayoría de los pensadores desembocan en la misma conclusión: a la igualdad de hecho entre los hombres corresponde en el plano político una auténtica igualdad de derechos. No existe ningún argumento que pueda apoyarse en la naturaleza para que un hombre sea considerado legalmente superior a sus semejantes.

			Locke también defiende la igualdad entre todos los hombres ya que «comparten las mismas facultades y los mismos poderes comunes de la naturaleza». Debemos ser conscientes de que el otro es nuestro semejante, con derecho a vivir en las mismas condiciones que nosotros. «Todo hombre —escribe Locke— tiene derecho a la libertad natural, sin ser sometido a la voluntad o a la autoridad de cualquier otro hombre.»3

			Juan Jacobo Rousseau reflexiona sobre el conflicto entre la igualdad natural y las desigualdades que los hombres instituyen. En respuesta a la cuestión planteada por la Academia de Dijon sobre el origen de las desigualdades entre los hombres, el filósofo ginebrino distingue dos tipos: una desigualdad natural o física, por cuanto se halla determinada por la naturaleza; otra, que denomina desigualdad moral o política, establecida, o cuando menos autorizada, por el consentimiento de los hombres. Mientras en el estado natural del hombre las diferencias tienen efectos poco relevantes, las desigualdades surgidas en el seno de la comunidad política resultan en la mayoría de los casos intolerables y abusivas, siempre injustas. Denuncia Rousseau la existencia de «unos pocos hombres ricos y poderosos situados en el pináculo de la fortuna y de la grandeza, mientras la multitud se encuentra en la necesidad». La comunidad ideal será siempre una comunidad de iguales. En una sociedad realmente democrática «ningún ciudadano debe ser lo bastante opulento para poder comprar a otro, ni lo bastante pobre para ser constreñido a venderse». Si en una determinada sociedad es necesario ser rico para brillar, el deseo de enriquecerse será, naturalmente, la pasión dominante entre sus miembros. Esa búsqueda desenfrenada del dinero acabará convirtiendo al pueblo en «ardiente, intrigante, ávido, codicioso, servil y picaresco». Todo el pensamiento político de Rousseau aparece dominado por el rechazo de la acumulación de la riqueza en manos de una minoría de ciudadanos. A su juicio, el derecho de propiedad es la causa de la pérdida de aquella felicidad disfrutada por el hombre en estado de naturaleza. Por ello se preocupa especialmente de establecer límites al ejercicio de este derecho. Para que fuera legítima la primera ocupación de la tierra exigía el cumplimiento de tres condiciones: a) que la tierra no se encuentre ocupada por nadie; b) que solamente se ocupe lo necesario para la subsistencia; c) que se tome posesión labrando o cultivando el suelo, no mediante una vana ceremonia. El derecho de propiedad no es un señorío ilimitado, ya que siempre se encuentra subordinado a las necesidades colectivas de los hombres. Rousseau solamente reconocía el carácter de sagrada a la propiedad moderada del pequeño agricultor que la cultiva, aquella cuya explotación personal le proporciona lo necesario para subsistir. Jamás puede utilizarse la propiedad como instrumento de dominio, ya que atentaría contra la libertad de los otros ciudadanos. Fundamenta el carácter prioritario de la igualdad en la necesidad de que pueda configurarse una voluntad general para el ejercicio legítimo de la soberanía política. Cuando los hombres se hallan divididos en clases con intereses contrapuestos resulta imposible la formación de una voluntad general orientada a conseguir el bien común de la sociedad. Por eso la principal tarea de los gobiernos democráticos consiste en luchar por la desaparición de las desigualdades políticas y económicas. La democracia exige también la constante participación de los ciudadanos en la gestión de los negocios públicos. «El pueblo inglés —escribió— cree ser libre, pero se equivoca: solamente lo es durante la elección de los miembros del parlamento; una vez elegidos, se convierte en esclavo.»4 Otro de los patriarcas del liberalismo, John Stuart Mill, pone también el acento en la necesidad de la participación ciudadana, indispensable para que el hombre pueda ejercitar y desarrollar sus capacidades, tanto físicas como mentales. Un sistema político justo debe preocuparse por crear las condiciones adecuadas para que el hombre, cada hombre, pueda llegar a ser lo que potencialmente ya es. «El fin del hombre —precisó— es el desarrollo más alto y armonioso de sus facultades hasta alcanzar un todo completo y coherente.»5

			Cuando se trata de principios basados en criterios racionales, las distintas líneas de argumentos ideológicos suelen desembocar en parecidas conclusiones. Siguiendo criterios meramente utilitarios y crematísticos, Jeremy Bentham desembarcó también en costas mentales igualitarias. Siendo misión prioritaria de los gobernantes, puntualiza, conseguir la máxima felicidad del mayor número posible de personas, la llamada «ley de la utilidad decreciente» reclama la igualación de los ingresos de todos los integrantes de una determinada comunidad política. Los sucesivos incrementos de riqueza producen cada vez menos satisfacción a los favorecidos por la fortuna. Seis euros originan un mayor goce a un indigente que seis mil a un rico acaudalado. Si bien cada porción de riqueza, argumenta Bentham, aporta una parte proporcional de felicidad, «el exceso de felicidad del más rico no será tan grande como el exceso de riqueza».6 El total de felicidad, siguiendo su misma línea argumental, alcanzará el máximo nivel cuando todos los individuos posean igual riqueza. El propio Adam Smith, tan citado como poco leído por los defensores del capitalismo salvaje, intentó elaborar «un plan liberal de igualdad, libertad y justicia».

			Una vez considerada teóricamente la igualdad como una de las vigas maestras del edificio democrático, resultó coherente que las primeras constituciones del nuevo régimen burgués dieran cabida en sus preceptos a este principio. La Declaración de la Independencia de los Estados Unidos de Norteamérica, redactada en 1776, reconoce que «todos los hombres nacen libres e iguales y a todos confiere el Creador unos principios inalienables, entre los cuales se encuentra la vida, la libertad y la consecución de la felicidad». La Revolución Francesa se realizó en nombre de la igualdad, la libertad y la fraternidad. La humanidad en el siglo xviii ya dio un paso de gigante en su arduo caminar hacia la democracia. Pero la historia, esa gran maestra de la vida según decían en la Grecia clásica, nos muestra cómo, desgraciadamente, los más nobles y solemnes principios teóricos proclamados en los textos constitucionales se envilecen al tocar el duro suelo de la realidad cotidiana por obra y gracia de los intereses de las clases dominantes, decididas a defender con uñas y dientes sus privilegios. Se desvirtúan o bien son arrojados al pozo de la marginación y el olvido. Para la pequeña burguesía que fue asumiendo protagonismo con el triunfo de las ideas liberales, el carácter sacrosanto e inviolable del derecho de propiedad constituía una institución legal irrenunciable. Las desigualdades entre los hombres estaban impuestas por las leyes de la naturaleza. Como la cultura laica no podía fundamentar la propiedad en la donación supuestamente realizada por Dios cuando arrojó a Adán y Eva del paraíso terrenal, tal como argumentaban los escolásticos, se buscaron otras justificaciones paganas. En 1790 la Asamblea Nacional Francesa votó mayoritariamente a favor de la redacción de un código general de leyes sencillas y claras que desarrollaran los grandes principios revolucionarios, con objeto de que fueran incorporados a las relaciones concretas de vida entre los ciudadanos. Tras once años de intensos trabajos, Napoleón promulgó el Código Civil como «depósito legislativo de la experiencia revolucionaria». El nuevo cuerpo general de leyes desconoció las teorías de los filósofos de la Ilustración y entronizó una regulación de la propiedad basada en su carácter absoluto y excluyente, huérfana de cualquier tipo de función social. El juez Lahardy destaca como principio más válido del popularmente llamado código napoleónico la regulación de este derecho. «Todos los demás preceptos —escribió— no son más que la consecuencia lógica de este hecho.» Se reconoce al titular de la propiedad el derecho al uso y al abuso sobre sus bienes muebles e inmuebles. Las objeciones formuladas por los padres de la democracia burguesa contra el despilfarro y las graves consecuencias sociales de la acumulación de riqueza en pocas manos son desconocidas por el legislador. Los enemigos de la democracia real comenzaron a actuar. Mandan otros intereses, una vez desaparecida la euforia popular de los primeros momentos del cambio de régimen. Debe dosificarse la entrega del poder al pueblo. Se consideraba ya por parte de las clases dirigentes como peligroso el exceso de democracia. Incluso cuando el Código regula cuestiones tan trascendentales como las relaciones con los menores o las obligaciones derivadas del establecimiento de vínculos matrimoniales, el legislador se muestra obsesionado por la defensa del concepto absoluto del derecho de propiedad. La Santísima Trinidad de la Revolución Francesa —libertad, igualdad y fraternidad— fue inmolada en la pira funeraria en aras de los intereses económicos de los poderosos, como tantas veces ha sucedido, desgraciadamente, a lo largo de la historia de las ideas políticas. La solidaridad fue estrepitosamente derrotada por el ánimo de lucro, la igualdad por el derecho a enriquecerse sin límites y la libertad limitada exclusivamente a las prácticas mercantiles.

			La defensa de la igualdad, de constituir un patrimonio común a todas las ideologías democráticas, tuvo que refugiarse exclusivamente en los partidos de izquierda, hasta el punto de constituir una característica propia de las tendencias progresistas frente a la derecha conservadora. El socialismo democrático, los distintos movimientos comunistas, la socialdemocracia y los anarquistas incluyeron en sus programas máximos la lucha por una sociedad igual. Todos los avances legislativos en materia social —la limitación de la duración de la jornada laboral, la prohibición del trabajo de los menores, el reconocimiento del derecho de huelga a los trabajadores, las vacaciones pagadas y obligatorias, la asistencia sanitaria...— se han realizado a contracorriente de las clases dominantes, que solamente han cedido en sus posturas ante el temor de que se desencadenaran movimientos revolucionarios.

			Car Becker, en 1941, cuando las potencias democráticas luchaban contra los totalitarismos nazis y fascistas, vinculaba la futura supervivencia de la democracia a la corrección de la flagrante desigualdad de bienes y de oportunidades que padecen las sociedades modernas. La situación se agrava todavía más en el mundo actual, dominado por el pensamiento único y verdadero. Incluso los partidos socialdemócratas han relegado a un segundo plano, cuando no olvidado, la lucha democrática por la igualdad y han abrazado, en el ámbito económico, postulados claramente neoliberales con el pretexto de modernizarse. El debate entre la derecha tradicional y la alternativa de izquierdas se reduce actualmente a cuestiones secundarias, a la defensa de posturas socialmente progresistas, pero renunciando a una trasformación real y profunda de la organización económica y política. La necesidad de ocupar el centro ideológico para tener éxito en las elecciones hace que sea la preocupación dominante de los dirigentes de los partidos limar las aristas que restan apoyos populares. Si bien todos rinden culto al mercado, mientras los conservadores dan rienda suelta a todas las bajas pasiones del dinero, las tendencias progresistas pretenden encauzarlo hasta niveles socialmente tolerables.

			La idolatría fanática por el mercado olvida incluso que una de las exigencias económicas de su funcionamiento es una cierta igualdad de riqueza entre los demandantes de bienes y servicios. «La desigualdad en la distribución de las rentas disponibles después de la deducción fiscal —escribe A. C. Pigou— tiene como consecuencia que grandes masas de recursos productivos se dediquen a satisfacer los caprichos de los ricos mientras una gran parte de la población está mal alimentada, mal vestida, mal alojada y mal instruida.»7 El abastecedor del mercado solamente atiende las peticiones de quienes disponen de suficiente capacidad adquisitiva para pagar los bienes que demandan. Los pobres no existen en la práctica según los mandamientos de la economía neoliberal. Lo más que pueden esperar son acciones caritativas por parte de los opulentos siempre que sean dóciles y complacientes. La reciente etapa globalizadora ha acentuado todavía más las desigualdades entre los hombres, tanto a escala mundial como en el plano interno nacional. «Si en 1980 —escribe Ignacio Ramonet— el 20 % de la población rica tenía unos recursos 30 veces superiores a los del 20 % de los más pobres, en 1995 los recursos de los más ricos eran 80 veces superiores. En más de 70 países la renta per cápita es inferior a la de hace 20 años... A escala planetaria, 3.000 millones de personas, la mitad de la humanidad, vivía con menos de dos dólares diarios. Finalmente, estimaciones recientes de la ONU muestran que las 225 personas con mayor fortuna del planeta poseen un patrimonio equivalente a la renta anual acumulada de 2.500 millones de personas, o sea, el 40 % de la población mundial. La fortuna de las 15 personas más ricas del mundo es superior al PIB total del conjunto de países del África subsahariana.» También en los Estados Unidos de Norteamérica y en los países prósperos de Europa se han incrementado las desigualdades entre la población. Según expone el informe de Amnistía Internacional, hecho público a finales de mayo de 2001, «la globalización ha dado lugar a una enorme expansión económica, pero ha venido acompañada por la deuda, la pobreza y una escalada en las violaciones de los derechos humanos». Destaca dicho análisis que más de ochenta países tenían en el año 2000 una renta per cápita inferior a la de 1990 y se calcula que 1.300 millones de personas luchan por sobrevivir con menos de 2 euros diarios. Se reconoce que la liberalización, la privatización y el desmantelamiento de los servicios de asistencia social ha producido un incremento de las desigualdades. El aumento de la pobreza ha traído de la mano una escalada en las violaciones de los derechos humanos. «Muchos Estados —denuncia el informe— afirman que se han visto obligados a adoptar una política económica que mina los derechos sociales, económicos y culturales.»

			La igualdad no solamente se refiere al plano económico sino también al poder. Dalh habla de la exigencia democrática de «igualdad de poder entre ciudadanos adultos con respecto a las decisiones fundamentales del gobierno». Pero a la hora de hacer efectivo este principio fundamental reconoce que la democracia directa e igualitaria solamente es factible en las pequeñas agrupaciones humanas, no en las modernas organizaciones estatales integradas por millones de ciudadanos que habitan en extensos territorios. Partiendo de esta premisa sociológica, parece conforme a la lógica democrática promover la participación ciudadana dentro de las organizaciones menores, tanto sociales como económicas. En todo organismo, las partes acaban definiendo la naturaleza del todo, tanto como el todo influye en las características de cada una de sus partes. Este principio biológico afecta también a las organizaciones humanas. Sin que exista democracia en las raíces no puede fructificar ninguna democracia en la cumbre. Todos los subsistemas de organización del poder deben estar imbuidos del mismo ideal democrático. Al mantener estructuras oligárquicas en los niveles inferiores se generan graves patologías en el funcionamiento del cuerpo político. Por eso la extensión de las prácticas democráticas hasta actividades sociales y económicas ajenas a la política en sentido genuino resulta fundamental para hacer efectiva la proclamada soberanía popular. La contraofensiva democrática contra la amenaza de la globalización debe iniciarse incorporando todo el equipaje ideológico progresista a la rutina del diario quehacer, en aquellas actividades directamente relacionadas a la lucha por la supervivencia en un mundo hostil, agresivo y dominado por una competitividad inhumana. El empleado necesita una presencia activa a la hora de tomar decisiones en la fábrica, en la oficina, en el taller, en los centros de trabajo en general, ya que allí pasa una gran parte de su vida. No se trata de participar en la toma de decisiones sobre materias complejas o técnicas cuya resolución exija conocimientos especializados, sino a aquellas cuestiones a las que el trabajador puede aportar su experiencia personal y sus conocimientos o que afecten a la organización laboral, a la mejora de sus condiciones de trabajo. La participación ciudadana debe fomentarse también en la vida municipal, asociaciones vecinales y actividades educativas y culturales. Para Mac-pherson, el problema central de la democracia es «la posibilidad de difundir el poder en la sociedad en grado suficiente para inculcar en las personas de todas las esferas la justificada sensación de que gozan de capacidad para participar en las decisiones que les afectan y que gravitan en la vida común, particularmente dentro de la comunidad inmediata en la que trabajan y a la que dedican sus energías durante la mayor parte de sus horas de vigilia».8

			El obstáculo más grave para lograr la igualdad es que para el buen funcionamiento del sistema económico neoliberal resulta fundamental la existencia de una minoría acaudalada y privilegiada con recursos suficientes para crear y desarrollar actividades empresariales, y una minoría obligada a vender su fuerza de trabajo material o intelectual a precios rentables. El miedo al hambre y al desempleo juegan una baza importante a la hora de lograr la disciplina laboral. El impulso democrático hacia la igualdad ha producido benéficos efectos a la hora de mejorar las condiciones de vida de los más desfavorecidos por la diosa fortuna y reparado no pocas injusticias históricas. Pero los lobos antidemocráticos, disfrazados de mansas ovejas neoliberales, continúan utilizando todo su poder para impedir el triunfo de la auténtica libertad, la justicia y la igualdad. «Mientras que la sociedad civil, es decir, de hecho el sistema económico —escribe Alain Touraine—, está dominado por la desigualdad y los conflictos de intereses, la sociedad política debe ser el lugar de la igualdad, y la democracia tiene por tanto como objetivo principal asegurar la igualdad no sólo de derechos sino también de oportunidades y limitar lo más posible las desigualdades de los recursos.»

			Toda la historia política de la humanidad está dominada por un conflicto entre la tendencia de las clases dominantes a monopolizar el poder y transmitir sus privilegios por vía hereditaria, y la emergencia de nuevas fuerzas populares que exigen un lugar bajo el sol del progreso y la justicia social. El temor a la democracia hunde sus raíces en la prehistoria de las ideas políticas. Ya Aristóteles expresó sus recelos hacia un sistema político que concedía un poder excesivo a los pobres. Platón condenó tajantemente un sistema de participación indiscriminada y abogó a favor de un sistema elitista. Los límites de la democracia se establecieron siempre allí donde comenzaban a ignorarse los intereses de las oligarquías.

			Lo acaecido con las dificultades para establecer el sufragio universal ilustra claramente sobre la fuerza de estas posiciones. El reconocimiento del derecho a votar, el abecé del funcionamiento de la democracia, ha tenido que librar una dura y prolongada batalla para lograr su pleno reconocimiento en los textos legales. Desde los inicios de la democracia liberal se pusieron trabas a la admisión generalizada del derecho a participar en las elecciones y se realizaron auténticas filigranas dialécticas en un intento desesperado de justificar esta aberración política. Se temía, con razón, que siendo mayoría social los oprimidos aprovecharan la oportunidad ofrecida por las urnas para dar un vuelco al sistema dominante. Como señala el profesor Macpherson, la tradición occidental del pensamiento político consideraba a la democracia como el gobierno de los pobres, los ignorantes y los incompetentes, por lo que, siendo los más, representaban una amenaza potencial para la civilización. Esta temida amenaza condicionó el carácter radicalmente antidemocrático de la mayoría de las corrientes ideológicas en el poder, incluso cuando las luces de la razón iluminaron las tinieblas medievales. Todos los avances realizados en la profundización de la democracia han tenido que vencer las resistencias ofrecidas por los poderes dominantes. El combate resultó particularmente significativo cuando se trató de reconocer la capacidad política de los ciudadanos. Siendo, en principio, el pueblo soberano según los textos constitucionales, trataron de manipular el concepto de pueblo en una abstracción legal favorable a los intereses de los dirigentes sociales y económicos. No todos los miembros adultos de la sociedad podían participar en los comicios. Se establecieron una serie de exclusiones basadas en argumentos retorcidos y falsos. Pero hasta lograr el reconocimiento del derecho a participar en el proceso político a las mujeres en pleno siglo xx —en España se consiguió en 1933— el número de marginados superaba ampliamente al de participantes. Esta tendencia, a nivel sociológico, ha llegado hasta nuestra época. Abundan las teorías y las prácticas elitistas que defienden el abstencionismo como algo saludable para la estabilidad de la democracia. La pasividad de la mayor parte de la ciudadanía, pregonan desde las cumbres del poder, no es un defecto sino una condición necesaria para que las minorías selectas, libres de dependencias electorales demagógicas, actúen libremente en beneficio de todos.

			En la actual fase de este proceso se ha producido un cambio radical en la estrategia seguida. Hasta ahora los poderes establecidos ofrecían una resistencia numantina a la extensión de la participación ciudadana. Simplemente se preocupaban de cavar trincheras para defender su privilegiada situación económica y social. Actualmente las tendencias conservadoras, envalentonadas por la nueva situación, han pasado a la ofensiva y atacan no solamente los planteamientos progresistas sino incluso todos los pilares sobre los que se había edificado la democracia liberal. Ya no tratan de poner a salvo el poder del dinero de cualquier veleidad democrática, sino que los poderes económicos se disponen a invadir los limitados territorios dominados actualmente por el juego político participativo y libre.

			Los ideólogos neoliberales proclaman a los cuatro vientos la íntima vinculación entre democracia y mercado, ignorando deliberadamente que se trata de conceptos que se aplican a realidades totalmente diferenciadas. Una de las dictaduras más sangrientas, la de Pinochet, siguió en materia económica los postulados neoliberales de la escuela de Chicago al mismo tiempo que negaba a sus ciudadanos el ejercicio de las libertades básicas. Pero, aparte de este tipo de consideraciones, existe una incompatibilidad radical entre una organización económica que fomenta la desigualdad y un sistema político que tiene como columna vertebral la defensa de la igualdad entre todos los miembros de la comunidad política. El acoso y derribo a los principios y valores democráticos está alcanzando unos niveles realmente alarmantes ante la pasividad de la mayoría de los ciudadanos y la gran traición ideológica de muchos líderes políticos.
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			USA: Una democracia poco modélica

			Globalización, tal como está concebida, equivale a americanización, es decir, al intento de difundir e imponer a todos los países los valores económicos, políticos y culturales vigentes en la primera potencia mundial. Se identifican los valores morales de la humanidad con los «valores estadounidenses». En el actual nivel histórico, globalización equivale, en la práctica, a la expansión del poder económico y militar de los Estados Unidos, versión modernizada del viejo imperialismo, renovado tras la derrota militar de los fascismos europeos. Como sostiene José Vidal-Beneyto «globalización, ideológicamente, es una designación tautológica de la ideología económica norteamericana que por ello funciona ya como sinónimo (globalización-americanización)». El extaordinario poder de Washington viene definido por la superioridad armamentística, hecha realidad en el intento de monopolizar la fuerza nuclear; la imposición del modelo político estadounidense a todos los países; la restricción a los movimientos migratorios de los trabajadores del mundo subdesarrollado y la instauración planetaria de un mercado, teóricamente libre, que favorece descaradamente los intereses de las grandes empresas transnacionales. Su condición de potencia hegemónica le permite realizar intervenciones armadas selectivas tanto para garantizar el control de sectores estratégicos como para afirmar su superioridad frente a sus potenciales adversarios. Se considera la gran nación planetaria legitimada para intervenir en cualquier lugar. Cuando el calendario occidental y cristiano inauguraba a bombo y platillo el nuevo milenio, los Estados Unidos de Norteamérica no solamente asumían orgullosos el liderazgo ecuménico, sino que se proclamaban sumos conductores del proceso globalizador que domina la actual etapa histórica. «Lo norteamericano —escribe Vicente Verdú— se ha convertido en el patrón de lo global y lo global se conforma a su imagen y semejanza, bajo sus órdenes y las de sus estratégicos representantes en el Fondo Monetario Internacional y en el Banco Mundial.» El ciberespacio internacional transmite, refleja y, en ocasiones, impone, todos los prototipos culturales norteamericanos. El presidente George W. Bush no se anda con rodeos a la hora de autoproclamarse como «comandante en jefe», condición que, a su juicio, le exime de dar explicaciones a nadie. Además reclama la legitimidad para las intervenciones a escala planetaria: «somos líderes, y un líder debe tener la facultad de actuar».1

			La globalización mesiánica pretende configurar al mundo a imagen y semejanza del patrón norteamericano. Las llamadas fronteras inteligentes van ampliando cada vez más sus dominios en todos los ámbitos. La jurisdicción del brazo largo, estatuida por el USA Patriot Act, legitima al Gobierno de Washington para juzgar y castigar todo ataque a los intereses norteamericanos en cualquier punto del planeta.

			El ex secretario de Estado Henry Kissinger, en un artículo publicado en The Washington Post el 11 de agosto de 2002, aboga por el derecho de la gran nación norteamericana para intervenir en cualquier lugar del globo para cambiar los sistemas políticos. «El cambio de un régimen como objetivo de una operación militar —escribe Kissinger— se enfrenta con el sistema internacional establecido en 1648 por el Tratado de Westfalia, en el que, tras la carnicería de las guerras de la religión, se estableció el principio de no intervención en los asuntos domésticos de los otros Estados.» Sostiene el influyente político la necesidad de poner fin al respeto a las soberanías nacionales para que Norteamérica «asuma sin complejos la dirección del imperio mundial». Las Naciones Unidas siguen considerando ilegítimas las intervenciones armadas para cambiar el Gobierno de un país, independientemente de su naturaleza política. Pero los dirigentes de Washington no se paran en esas pequeñeces.

			El imperio diseñado en la actualidad carece de límites territoriales, pues no solamente abarca todo el planeta sino que pretende extender su dominio por los espacios siderales. El titulado «Informe Rumsfeld» cree que los Estados Unidos no han dado todavía los pasos necesarios para «desarrollar, mantener y asegurar su superioridad en el espacio». La dimensión y naturaleza del nuevo poder emergente no tiene parangón a lo largo de la Historia. No se conforman con detectar el monopolio de la fuerza legítima a nivel meta-estatal. Se han creado también los instrumentos adecuados para imponer modelos culturales, éticos y políticos. Controla las grandes redes de comunicación para cultivar estados de opinión favorables a sus intereses. Es totalitario desde el momento que sus poderosos tentáculos abarcan todas las actividades humanas, tanto de ocio como de negocio. En bases militares ubicadas en puestos estratégicos del planeta satisfacen todas las ambiciones territoriales heredadas del viejo colonialismo. Norteamérica es el único país con una fuerza militar capaz de guerrear triunfalmente en todo el planeta. Michael Ignatieff denuncia el intento de construir un orden internacional sometido «a los intereses imperiales norteamericanos». El intento de legitimar las guerras preventivas supone dar un vuelco peligrosísimo no solamente a los principios rectores del derecho internacional sino incluso a las bases jurídicas sobre las que se asienta el Estado de derecho. Se puede castigar a las personas y a las naciones por delitos que todavía no han cometido. La fase actual es una simple etapa en un largo peregrinar histórico caracterizado por la imposición de la santa voluntad de la potencia hegemónica.

			La democracia norteamericana pretende exportarse, en teoría al menos, a todos los países, aunque bajo esta retórica propagandística se encuentra una intención difícil de disimular: establecer gobiernos dóciles a los deseos de Washington sin preocuparse de su legitimidad política. Los analistas del Institute for National Strategic Studies, dependiente del Pentágono, clasifican los Estados según su grado de aproximación al modelo vigente en Norteamérica en «Estados de núcleo» (core states), «Estados en vías de transición» (transition states), «Estados proscritos» (rogue states), y «Estados fracasados» (failed states). Los miembros del instituto reciben información minuciosa de la evolución social, política y económica de los distintos países soberanos. La calificación varía en función de las afinidades que presenten en relación con el modelo de Washington. En los últimos lugares figuran los integrantes del llamado «eje del mal», según la excomunión dictada por el presidente Bush. Se está configurando un nuevo sistema de relaciones internacionales al margen de los organismos democráticos creados al final de la última contienda mundial para garantizar la paz entre todos los pueblos del planeta. El nuevo orden se está organizando bajo el poderío económico y militar de los Estados Unidos de Norteamérica.

			En 1990 Dick Cheney, vicepresidente norteamericano, y Paul Wolfowitz, adjunto al secretario de Defensa, elaboraron la doctrina de la hegemonía activa y la ideología bélica de la política estadounidense. Consideraban que la actuación de los dirigentes de Washington en el plano internacional tenía que dejar de moverse a impulso de estímulos exteriores, abandonando su actitud predominantemente defensiva, para asumir un protagonismo agresivo y actuar movidos por sus propios intereses. Desaparecido el comunismo de la URSS como principal enemigo, urgía inventarse un nuevo y poderoso adversario para justificar las inversiones armamentísticas y las intervenciones violentas destinadas a impedir la aparición de una nueva superpotencia capaz de discutir la hegemonía norteamericana. Los trágicos atentados del 11 de septiembre de 2001 le han venido de perlas a los sueños de los halcones. Acababa de aparecer la nueva amenaza para el occidente cristiano y democrático: el terrorismo de origen islámico. Tanto la clase política como la opinión pública mayoritaria justificó la reacción del presidente Bush, a pesar de que las medidas adoptadas, en su inmensa mayoría, violaban descaradamente principios fundamentales del sistema democrático. El terror también se puso al servicio del imperialismo global, aunque inicialmente no fuera ése su objetivo.

			Tanto el modelo de vida de los Estados Unidos de Norteamérica como su organización política se han santificado como ejemplos a imitar por el resto de los desafortunados mortales. Han logrado, aseguran sus propagandistas, la mejor de todas las democracias posibles. No solamente han borrado de la escena pública las ideologías y han superado la lucha de clases, sino que han puesto el «the end» cinematográfico a la solemne película de la Historia, según guión de Francis Fukuyama.

			Durante largos años la dictadura soviética aseguró ser el paraíso de los trabajadores; ahora Norteamérica presume de ser el jardín edénico de la verdadera democracia. Tal sistema, supuestamente paradigmático, se utiliza constantemente como rasero para glosar las excelencias o denunciar las imperfecciones de otras organizaciones políticas. Quienes cometen la osadía de desviarse del modelo establecido, especialmente cuando afecta directamente a los intereses económicos de la potencia dominante, se arriesgan a soportar correcciones nada fraternas, incluso intervenciones armadas de carácter «humanitario» por parte de la llamada «comunidad internacional». Una de las invenciones más increíbles de la nueva propaganda bélica es la consideración de bombardeos devastadores y agresiones contra la población civil como acciones caritativas y generosas, como guerras filantrópicas. La gran potencia dominante se cree capacitada para hacer comulgar a la opinión pública mundial con semejantes ruedas de molino, por algo son los más ricos y poderosos. El dinero, piensan, puede comprar todo, incluso el significado de las palabras.

			A pesar de todos los excesos, nadie medianamente familiarizado con la Historia puede desconocer la existencia de sólidas razones a favor del prestigio de la democracia norteamericana. Se trata de la primera experiencia mundial de república democrática. La negativa británica a conceder para sus colonias en el Nuevo Mundo una representación en el parlamento metropolitano encendió en 1775 las llamas de la guerra de la independencia. Un año más tarde, la Declaración de la Independencia supuso el reconocimiento de la mayoría de edad política de las quince colonias británicas y el alumbramiento de los Estados Unidos de Norteamérica. La Convención de Filadelfia redactó en 1787 la carta magna que define a la unión como una república presidencial de carácter federal. Sus siete artículos se han mantenido vigentes hasta nuestros días gracias a las enmiendas realizadas para adaptarlos a las exigencias de la evolución económico-social de aquel país. Las diez primeras disposiciones garantizan la libertad de religión, de expresión, de asociación, de reunión, de petición y de prensa. Una prueba evidente del clima de tolerancia reinante hasta hoy día es que las críticas más demoledoras contra el sistema estadounidense surgen de sus cátedras universitarias más prestigiosas, se publican en sus grandes medios de comunicación y en los libros escritos por la elite intelectual del país. En este respeto a las libertades internas se fundamenta buena parte de la fama de la democracia americana. También es justo anotar en su activo político el decisivo apoyo, aunque tardío, de Norteamérica a las naciones europeas que combatieron contra las tropas de los totalitarismos fascistas durante la última contienda mundial. Constituyeron el gran arsenal armamentístico e ideológico de las potencias defensoras de la democracia.

			Pero el culto y la devoción actuales no son fruto de estos reconocidos méritos sino por ser el Estado paladín del nuevo orden globalizador, interdependiente y mercantil. Si Lincoln prometió tras la batalla de Gettysburg un gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo, ahora Buffeti, parodiando la célebre frase, reconoce que los dirigentes yanquis van camino de «garantizar en la tierra un gobierno de los ricos, por los ricos y para los ricos».

			Dos recientes episodios ilustran mejor que las solemnes declaraciones políticas la verdadera naturaleza del sistema, descubren a los auténticos detentadores del poder más allá de la literatura constitucional, iluminan a la opinión pública sobre quienes manejan los hilos de las marionetas políticas. Una de las primeras decisiones de la Administración Bush fue desmarcarse de los compromisos del Protocolo de Kioto, que obligaban a los firmantes al control de las emisiones de gases productores del efecto invernadero. El acuerdo, redactado en Japón en 1977, prevé una reducción del 5,2 % en los gases causantes del efecto invernadero por parte de los países desarrollados. Los Estados Unidos de Norteamérica son los principales productores de elementos contaminantes, casi una cuarta parte de la totalidad de los ocasionados por todos los países. Desde 1992, año en el que se celebró en Río de Janeiro la Cumbre de la Tierra, cerca de 200 países han ratificado la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. Ya en la primera reunión se fijó como objetivo prioritario «lograr la estabilización de la concentración de gases de efecto invernadero en la atmósfera en un nivel que evite la interferencia peligrosa de la acción humana en el sistema climático». En 1995 se reunió en Berlín la COP (siglas de la denominación inglesa de la Conferencia de las Partes) con objeto de desarrollar el protocolo y adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo el control de las emisiones. En la reunión celebrada en Ginebra un año más tarde se lograron avances importantes en los acuerdos. La obligación de los países desarrollados de reducir la emisión de gases en el porcentaje establecido en Kioto se refiere al periodo comprendido entre 2008 y 2012, tomando como punto de partida la situación en 1990. Las cuotas varían según los distintos países: la Unión Europea se compromete a una disminución del 8 %, pero el reparto interno entre los Estados especifica porcentajes diferentes; los Estados Unidos deberían reducir sus emisiones peligrosas en un 7 % y el Japón, en un 6 %. Michael Zammi Cutajar, secretario ejecutivo de la Convención Marco de las Naciones Unidas, declaró que, una vez reconocido por los científicos que ya estamos sufriendo los efectos del calentamiento global, «debemos asegurar en la próxima década progresos reales en la reducción de las emisiones». La actitud estadounidense con relación a este gravísimo problema es de una irresponsabilidad que raya en la temeridad. Según un informe hecho público en abril de 2001 por la Agencia Europea de Medio Ambiente (AEMA), las emisiones de gases de efecto invernadero se han reducido en el conjunto de países europeos en un 4 % entre 1990 y 1999, mientras que durante el mismo periodo se han incrementado en un 11 % en los Estados Unidos de Norteamérica, país causante casi del 50 % de las emisiones contaminantes generadas por la acción humana en el mundo industrializado. Estos datos se refieren a los seis gases de efecto invernadero especificados expresamente en el Protocolo de Kioto. Los ministros relacionados con el medio ambiente de 53 países africanos, reunidos el 20 de abril de 2001, en una conferencia convocada por las Naciones Unidas sobre desarrollo sostenible han denunciado la posición del presidente Bush. Son precisamente los científicos quienes han encendido las luces de alarma sobre el futuro incierto de nuestro ecosistema. El «Tercer Informe de Evaluación», conocido popularmente como «Cambio Climático 2001», fruto del estudio riguroso de más de 600 científicos y revisado por varios centenares de expertos independientes, reclama la adopción de medidas urgentes. El trabajo tiene en cuenta también las previsiones demográficas. Los estudiosos han considerado 40 escenarios distintos denominados SRES (Special Report on Emissions Scenarios) divididos en cuatro grupos básicos A1, A2, B1, B2. En cada escenario se han valorado los posibles cambios de clima, según el estado actual de la ciencia, y su impacto en los sectores productivos y en los ecosistemas naturales, tanto terrestres como marítimos. Se estima para el año 2100 un incremento de la temperatura media mundial del aire en superficie entre 1,4 y 5,8 grados centígrados. Como consecuencia de estas alteraciones, la elevación del actual nivel del mar se calcula entre 9 y 800 centímetros. Las consecuencias sobre la salud humana son realmente alarmantes: las nuevas condiciones climáticas favorecerán la transmisión de enfermedades que en la actualidad se encuentran en franco retroceso, como la malaria y el dengue; podrían perderse hábitats de incuestionable valor para mantener el equilibrio natural como la tundra, los humerales y otros pequeños ecosistemas. A finales del siglo xxi es probable que hayan desaparecido la mitad de los glaciares alpinos. El sistema marino sufrirá el impacto del incremento del nivel del mar, la reducción de la cubierta helada planetaria, los cambios de salinidad y las alteraciones del oleaje y las corrientes superficiales. Las modificaciones de la circulación oceánica pueden inducir realimentaciones físicas y bioquímicas muy importantes en el sistema climático, influyendo en el equilibrio de los ecosistemas marinos, en la dinámica de playas y costas, y en las propias interacciones océano-atmósfera que rigen el clima de la Tierra. No se trata de elucubraciones propias de los libros de ciencia-ficción sino de reflexiones rigurosas y sólidamente fundamentadas. El presidente Clinton, en 1998, anunció a bombo y platillo la firma del Protocolo de Kioto. Su sucesor, George W. Bush, se desmarcó abiertamente del compromiso con intención de favorecer al sector industrial que contribuyó más al éxito de su campaña electoral. Se da la curiosa circunstancia de que el padre del actual presidente norteamericano aprobó las resoluciones de las Naciones Unidas sobre cambio climático.

			Delegados de los partidos verdes pertenecientes a 60 países, reunidos en Canberra, propusieron el boicoteo de los productos de las compañías petroleras que presionaron al presidente Bush para que rechazara las medidas destinadas a paliar los nocivos efectos del cambio climático. Los miembros conservadores del Senado norteamericano valoran los acuerdos de Kioto como «una intolerable ingerencia exterior en la política energética estadounidense». Una vez más, los intereses particulares de las empresas han prevalecido sobre el interés general de la sociedad. Si el nivel de consumo actual de la sociedad norteamericana se extendiera a todos los países, tal como predican los globalizadores, el planeta Tierra se vería convertido en un desierto inhóspito. Las grandes empresas buscan siempre lograr la máxima rentabilidad de sus inversiones, incluso de las políticas. El presidente de los Estados Unidos está mediatizado por los apoyos económicos. El equipo designado por Bush para dirigir la política energética se reúne frecuentemente con representantes de la industria petrolera. Por eso no pueden sorprender a nadie las primeras medidas adoptadas: autorizar a los distintos Estados el control sobre los derechos de perforación en territorios federales y abrir la reserva natural del Ártico a la explotación petrolífera. El cartógrafo Ian Thomas ha sido cesado de su puesto en la División de Recursos Biológicos del Servicio Geológico de los Estados Unidos por denunciar que «la zona de extracción de petróleo tendrá una extensión de unos 160 kilómetros y una anchura de 56 kilómetros y ocupará el 8 % de la reserva natural, exactamente el paraje donde se reproducen los caribús y donde las crías pasan sus primeros años». La nueva administración estadounidense también revocó las disposiciones que regulaban los niveles permisibles de arsénico en el agua potable para favorecer los intereses de la industria minera. Por otra parte, cual agente comercial de una empresa, una de las primeras gestiones de Andrew Cord, el secretario en jefe de la Casa Blanca, fue conseguir en Shanghai contratos por valor de dos mil millones de dólares para la General Motors. En la democracia supuestamente modélica quien paga manda. La relación entre el poder político y el dinero es estrechísima y decisiva. El escritor mexicano Carlos Fuentes califica la decisión del joven Bush de insulto a la comunidad internacional y una amenaza a la vida de nuestro planeta. «La emisión de gases tóxicos y el efecto invernadero —acusa el prestigioso escritor— condenan a muerte a las generaciones venideras. Esto le importa un comino al cowboy de la Casa Blanca. Lo importante es que los EE.UU. sigan empleando (y despilfarrando) la mitad de los recursos energéticos del planeta.»2

			También, contra la indignada protesta de los ecologistas y asociaciones defensoras del medio ambiente, el presidente Bush ha dado luz verde a la tala de 78 millones de hectáreas de bosque como pago político a la industria maderera por sus generosas contribuciones económicas al Partido Republicano. El plan aprobado da plena satisfacción a una propuesta realizada por la poderosa asociación de madereros. La nueva regulación elimina los análisis sobre el impacto en el ecosistema, los requisitos para la protección a las agresiones vegetales y animales en peligro de extinción, tal como exigía una normativa aprobada por el presidente Clinton. En el verano de 2003 una orden administrativa del presidente Bush ha dejado sin efecto la llamada Ley de Aire Limpio por la que se ordenaba la instalación de sistemas anticontaminantes eficaces en cualquier reforma realizada en las industrias fuera de las actividades propias del mantenimiento rutinario de las instalaciones. La orden, según The New York Times, supone «una gran victoria de las compañías petroleras y eléctricas y para el conjunto de la industria pesada». La modificación legal ahorró a las empresas miles de millones de dólares y ocasionó un paralelo incremento de las emisiones contaminantes de la atmósfera.

			Dentro de la lógica clarificadora de la influencia del dólar en las decisiones gubernamentales debe situarse el indulto concedido por Clinton en las últimas horas de su mandato presidencial a 140 personas. Un tercio de los beneficiados por la medida adoptada no cumplieron el trámite habitual de dirigirse directamente al Departamento de Justicia. El indulto más significativo fue el otorgado al multimillonario Marc Rich, huido de la acción de la justicia desde 1983 para eludir 51 acusaciones por estafa, extorsión, tratos con el enemigo y evasión de impuestos. Provisto de varios pasaportes, no pudo regresar a los Estados Unidos por lo que se valió de su ex esposa Denise para donar un millón de dólares a la campaña del partido demócrata. También organizó un festival de desagravio a Clinton cuando estalló el escándalo de la becaria Monica Lewinsky y le regaló objetos personales valorados en 7.000 dólares, entre ellos un valioso saxofón para que el presidente desarrollara su afición favorita.

			La revista The New York Review of Books reconoció que «los grandes donantes son los primeros beneficiados del sistema de corrupción que en estos momentos constituye el motor impulsor de la democracia norteamericana». Una sentencia dictada por el Tribunal Supremo Federal consideró al dinero invertido en apoyar la campaña de un candidato como un ejercicio legítimo de la libertad de expresión, proclamado y protegido por la Constitución. Nunca el delito de cohecho alcanzó semejante nivel ético y la libertad de expresión descendió tan rastreramente. El humanismo fecundo y liberalizador se encuentra en franco retroceso en la «mayor y mejor democracia del mundo».

			La estrecha vinculación entre el dinero y la designación de cargos públicos resulta asimismo evidente en la selección de representantes diplomáticos. De los 27 embajadores nombrados por el presidente Bush al inicio de su mandato, la inmensa mayoría, 22, carecían de experiencia, pero gozaban de una característica común y decisiva: habían regalado importantes cantidades de dólares al partido republicano. Tal es el caso de George Arygos, nombrado embajador en Madrid, contribuyente con 20.000 dólares a la campaña de Bush. Favorecido con la representación diplomática en Suiza resultó Mercer Reynols, que no solamente entregó de su peculio personal 456.000 dólares, sino que también ayudó a recaudar para el partido republicano otros tres millones de dólares. Richard Blankenship, embajador en las Bahamas, donó 32.000 dólares y prestó generosamente su avión privado para los desplazamientos republicanos; Howard Leach, premiado con la representación en París, regaló 290.000 dólares; Charles Heimgold, es representante de Bush ante el gobierno sueco gracias a 367.000 dólares... Para los diplomáticos de carrera se reservan los lugares más conflictivos. No se trata de nada sorprendente sino de una tradición mantenida desde hace años en la vida política estadounidense. Scott Harshbarger, presidente de la Common Cause, denuncia que «el dólar está comprando cada vez más poder».

			La mayor quiebra de la historia de los Estados Unidos ha puesto de manifiesto la estrecha conexión entre las grandes empresas y los partidos políticos. En diciembre de 2001 Enron, clasificada en la lista de «Fortune 500» en el séptimo lugar entre las empresas más importantes del mundo, presentó oficialmente suspensión de pagos para enmascarar una situación de quiebra real. El desastre empresarial, que empobreció a miles de pensionistas, enriqueció a una minoría de directivos que disponían de información privilegiada sobre la situación de la compañía. El presidente de la empresa energética, Kennet Lay, es amigo íntimo del presidente George W. Bush y uno de los principales contribuyentes de su carrera política. Aunque las donaciones privadas se distribuían entre demócratas y republicanos, la balanza se inclinó siempre hacia el sector más conservador. Lay y sus socios donaron 300.000 dólares para financiar la campaña de Bush a gobernador del Estado de Tejas y 113.000 para su candidatura a la presidencia de los Estados Unidos. Desde el año 1978 las donaciones sumaron un total de 630.000 dólares. Lay regaló a Bush 5.000 dólares para influir en que el recuento de votos en el Estado de Florida fuera favorable a su patrocinado. El año 2001 durante el cual se celebraron las elecciones presidenciales la sociedad mercantil no pagó impuestos gracias a las argucias fiscales toleradas por los encargados oficiales de vigilar la legalidad de las operaciones. Cerca de mil filiales establecidas en conocidos paraísos fiscales le permitieron eludir las exigencias legales. Enron participó en la elaboración de la nueva política energética de la Casa Blanca. Para el congresista demócrata Henry Wasman, «ninguna compañía se benefició tanto como Enron de las decisiones de Washington». Se han denunciado 17 medidas aprobadas por el gobierno que respondían directamente a los intereses de la primera empresa energética norteamericana.

			La industria farmacéutica, contribuyente generosa a la campaña del Partido Republicano en las elecciones de noviembre de 2000, ha visto cómo se rentabilizaban sus inversiones políticas. Con ocasión de regularse el superministerio de Seguridad Interior se autorizó, excepcionalmente, la celebración de contratos con empresas norteamericanas domiciliadas en paraísos fiscales, prohibidos expresamente por el Senado. También se ha creado una especial inmunidad de los laboratorios frente a demandas por los efectos secundarios de vacunas contra atentados bacteriológicos. George W. Bush suavizó las medidas contra la contaminación. La supresión de este tipo de limitaciones era un objetivo perseguido por las corporaciones eléctricas, petroleras y del carbón. Las compañías eléctricas habían donado 11 millones de dólares a los republicanos para las elecciones legislativas; las empresas del carbón, 2 millones, y la industria petrolera continúa siendo uno de los soportes económicos de los conservadores.

			Una de las características más glosadas por los panegiristas del régimen político norteamericano es su estabilidad, pero se silencia que es conseguida gracias al maridaje entre el poder político y el poder económico, en detrimento de las clases más débiles. Tal como precisa Edward W. Said se produce «una mezcla letal de dinero y poder a gran escala, capaz de controlar las elecciones y la política nacional a su antojo». El gran sueño del capitalismo fue siempre conseguir la plena integración del poder económico y del poder político, hasta conseguir el dominio absoluto y universal del gran capital. Norteamérica se encuentra ya en la etapa final de este proceso. Las ideologías, una vez finalizada la última contienda mundial, han volado al cielo donde moran las abstracciones y los partidos se han convertido en simples maquinarias electorales, en factorías de votos. Las diferencias son cuestiones de matiz, de estética, de apariencias, de símbolos. Hace años que un presidente sentenció que lo que es bueno para la General Motors es bueno para los Estados Unidos, una frase digna de ser grabada en el frontispicio del Capitolio. La expresión se actualizaría con un simple cambio en el nombre de la empresa puesta como ejemplo. Joseph E. Stiglitz, ex presidente del Consejo de Asesores Económicos del presidente Clinton, reconoce que en la Casa Blanca toma decisiones económicas en función de intereses puramente empresariales. Sostiene que las instituciones internacionales en ocasiones incluso intentan «torcer la realidad para ajustarla a las ideas de las autoridades».

			Las posiciones políticas antisistema jamás podrán ser políticamente significativas, dadas las reglas del juego vigentes y la distribución real del poder en la sociedad norteamericana. Las elecciones se disputan siempre entre almas políticas similares. Apenas existen diferencias entre los candidatos de los dos partidos que alternan como inquilinos de la Casa Blanca. Como subraya Noam Chomsky, las áreas centrales donde se toman las grandes decisiones están excluidas de la participación democrática. Considera el prestigioso profesor de la Universidad de Massachusetts esta característica como una de las razones «por las cuales el capitalismo y la democracia son incompatibles, si por democracia entendemos un sistema de genuina participación popular a la hora de determinar las condiciones de la vida social».

			A lo largo y a lo ancho de la historia de la nación norteamericana siempre han sido determinantes las motivaciones económicas, encubiertas en ocasiones por banderas patrióticas. La Guerra de Secesión, desarrollada a mediados del siglo xix (1861-1865), tuvo como caldo de cultivo el descontento de los Estados del sur ante la posible abolición de la esclavitud, institución tan inhumana como necesaria para el desarrollo de sus explotaciones agrarias, especialmente el cultivo de las enormes plantaciones de algodón. El campo todavía no estaba mecanizado y el humano sudor constituía la principal fuente de energía agraria. La elección en 1860 de Abraham Lincoln, abolicionista convencido, desencadenó la sangrienta guerra civil contra los federales. El nuevo presidente sostenía que una nación no podía ser la mitad libre y la otra mitad estar sometida a la esclavitud. Pero existían argumentos de índole económica que justificaban las posturas políticas enfrentadas. El grado de desarrollo industrial alcanzado por los Estados del norte y la presencia de una masa asalariada barata gracias a la fuerte inmigración, hacía innecesaria la mano de obra esclava. A pesar del abolicionismo, la población de color siguió marginada. Incluso en la resolución de un problema tan contrario a la dignidad humana como la esclavitud predominaron los criterios exclusivamente crematísticos. El triunfo de los federales no supuso el final de las injustas discriminaciones raciales.

			Antes de la contienda civil, en 1830, se inició la gran epopeya histórica norteamericana, la conquista del oeste, para despojar a los pacíficos indígenas de sus tierras, a pesar de que el reconocimiento del derecho de propiedad es uno de los principios básicos del modo de vida norteamericano. Una vez vencida la resistencia de los pieles rojas, fueron encerrados en sus reservas. Hasta el año 1924 no se les reconoció la ciudadanía norteamericana. El respeto a los derechos humanos no podía poner en peligro la rentabilidad de la colonización del oeste. La prioridad de los criterios económicos sobre los éticos no es un principio reciente, sino que hunde sus raíces en el pasado remoto, en los orígenes mismos de la gran nación.

			Otra de las características del sistema político norteamericano es la trascendencia del poder de los jueces. El verdadero alcance y sentido de la constitución norteamericana depende de la interpretación que los tribunales hagan de sus disposiciones. No puede sorprender a nadie familiarizado medianamente con el sistema que se defina la democracia estadounidense como el «gobierno de los jueces». Jefferson denunció inútilmente la situación: «la Supreme Court como instancia suprema de todas las cuestiones constitucionales, significa el sometimiento al despotismo de sus oligarquías». En las elecciones celebradas a principios del nuevo milenio fueron los magistrados del más alto tribunal quienes decidieron la presidencia. Apoyándose en el sacrosanto principio de la libertad de contratación, el tribunal defendió siempre la estructura capitalista de la economía y cercenó las medidas sociales adoptadas por los Estados más progresistas. Su jurisprudencia contribuyó decisivamente a trasformar un simple mecanismo económico, el mercado, en la ideología política dominante. «En el periodo comprendido entre 1890 y 1936 —escribe Karl Loewestein— la Supreme Court, haciendo uso de ciertas disposiciones maleables, en particular de la cláusula due process, de la quinta y catorceava enmienda, y la cláusula commerce, fue capaz de imponer a toda la nación la ideología económica del laissez faire en contra de la intervención gubernamental en la economía y la industria, evitando así el acercamiento a la justicia social exigida por las mayorías progresistas de algunos Estados miembros.»3 El control judicial en las relaciones entre Washington y los Estados se ha utilizado en muchas ocasiones para mantener privilegios y discriminaciones contrarios a los principios que deben imperar en toda democracia. En las más altas instancias judiciales han anidado tradicionalmente los sectores más conservadores del país. John Adams dijo que la nación americana era una nación de leyes, no de personas.

			Un pueblo virtual

			El candidato republicano George W. Bush fue proclamado como presidente el 12 de diciembre del año 2000 gracias a una decisión del Tribunal Supremo rechazando la revisión de las papeletas dudosas emitidas en el Estado de Florida, decisivas para determinar el vencedor de los comicios. Los sucesivos recuentos parciales estaban limando las diferencias entre los dos aspirantes a inquilinos de la Casa Blanca. A pesar de que el candidato del partido demócrata, Al Gore, sumó más votos populares, Bush consiguió la mayoría en el Colegio Electoral. El voto de William Renhquist, presidente del más alto tribunal, valió más que el de millones de ciudadanos. La contabilidad oligárquica, una vez más, se impuso a la voluntad mayoritaria del pueblo. La resolución judicial no sorprendió a nadie, dado el carácter conservador de la mayoría de los magistrados. Para el juez Jonh Paul Stevens, lo que realmente se perdió fue «la confianza de la nación en que el juez es el garante imparcial del imperio de la ley». Al Gore, el candidato derrotado, aceptó sin rechistar la solución final del conflicto electoral. Lo único importante a la hora de la verdad política es mantener la estabilidad del sistema. Todos aceptan jugar la partida política con las cartas marcadas. Por eso nadie se plantea seriamente la reforma del sistema electoral para mejorar su carácter representativo. El pueblo realmente soberano no es el pueblo real, sino el virtual creado mediante apaños legales. El escritor Gore Vidal sostiene que «hasta el doce de diciembre hemos disfrutado de un buen número de elecciones apaciblemente corruptas, decentemente ocultas a la vista del público, que han permitido a la mayor nación mantener su brillante curso de la historia».4

			No era la primera vez que se producía un divorcio entre la mayoría real y el resultado oficial. En 1876 el candidato demócrata Samuel Tilde consiguió 250.000 votos más que su rival, el republicano Hayes. Se denunciaron irregularidades en los comicios celebrados en Carolina del Sur, Oregón, Luisiana y Florida. Una comisión electoral designada por el Congreso regaló la victoria al candidato realmente derrotado, por un solo voto de diferencia. La soberanía popular también fue pisoteada en 1888. En aquella ocasión el vencedor real derrotado por las manipulaciones fue Grover Clevelan.

			Alguien ha calificado las elecciones norteamericanas como «un supermercado de irregularidades y fraudes». Se han utilizado procedimientos que van desde la compra de votos a ciudadanos necesitados mediante el regalo de cajetillas de tabaco hasta la utilización del correo electrónico para enviar mensajes anunciando el cambio a última hora de la fecha electoral para provocar la abstención de votos no deseados. En el año 1888 Grover Cleveland y Benjamín Harrison contrataron a ciudadanos para que ejercieran repetidas veces su derecho al voto a favor de sus respectivas candidaturas. El triunfador en las elecciones a la alcaldía de Miami, celebradas en 1998, las perdió ante los tribunales al probarse manipulaciones en los votos emitidos por correo. Lyndon Johnson consiguió el acta de senador gracias a que sus partidarios atiborraron las urnas de Alice, Tejas, con papeletas a favor de su candidatura. Supuestos votos de ciudadanos ya fallecidos contribuyeron decisivamente a que John F. Kennedy derrotara en 1960 a Richard Nixon. George W. Bush protestó el anuncio prematuro hecho por la televisión de la victoria de Al Gore en Florida puesto que le privó de muchos votos en la parte norte del Estado, donde regía un horario distinto. Solamente emerge hasta el conocimiento público una punta del gigantesco iceberg. En la denuncia de estos escándalos nunca ha llegado la sangre de la manipulación al gran río del sistema. Nixon, como otros perjudicados, se negó a solicitar un nuevo recuento de los votos «para no desencadenar una crisis constitucional que dividiera en dos al país». Todos forman una piña a la hora de defender el statu quo; todos apagan su sed monetaria en la misma fuente y ponen mucho esmero en no incomodar a los amos del manantial, no vaya a ser que corten su generoso riego económico.

			Jeb Bush, gobernador de Florida y hermano menor del presidente, corrigió el censo electoral de su Estado antes de celebrarse las elecciones a la Casa Blanca, decisión que facilitó el triunfo del candidato republicano. En el mes de julio de 2001 The New York Times denunció al equipo electoral del presidente Bush por ejercer fuertes presiones el día siguiente a la celebración de los comicios para asegurar la aceptación durante el escrutinio de todos los votos favorables, incluso de los legalmente nulos. La investigación periodística ha llegado a la conclusión de que en la misma noche electoral del 7 al 8 de noviembre del año 2000 varios equipos especializados en estrategia política del Partido Republicano presionaron a las autoridades de Florida para que hicieran la vista gorda en los votos emitidos por correo. Al menos 700 votos, de los 2.490 enviados, deberían ser invalidados, lo que pondría en peligro la victoria de Bush, ya que fue conseguida por estrecho margen de sufragios. Había papeletas sin matasellos, centenares con fecha posterior a la del día en que se celebraron los comicios y otras que habían sido rellenadas sin testigos, requisito exigido por la ley. Incluso se aceptaron 19 sobres que incluían dos votos para el candidato republicano. A pesar de todo, Bush ganó a Gore en el Estado de Florida solamente por 537 votos, lo que permite suponer que el resultado había sido otro si se aceptaran las reclamaciones formuladas contra las irregularidades.

			La mayoría de las papeletas enviadas por correo correspondían al personal militar destinado en el extranjero, tradicionalmente conservador. En las fechas inmediatamente anteriores a las elecciones el congresista republicano Steve Buyer solicitó y obtuvo del Pentágono datos personales e información sobre la mejor manera de contactar con los soldados norteamericanos desplazados fuera de su país.

			Un informe del Instituto de Tecnología de Massachusetts revela que en los comicios del año 2000 se perdieron entre cuatro y seis millones de sufragios por problemas con las papeletas, los equipos y los registros de votantes. Durante los meses previos a la celebración de las elecciones, el gobernador de Florida, Jeb Bush, ayudado por su secretaria de Estado, Catherine Harris, realizaron una operación para eliminar del censo electoral a 57.700 votantes acusados de incurrir en causa de incapacidad. Más de la mitad de los afectados eran ciudadanos de color tradicionales partidarios de los demócratas. La inmensa mayoría habían cometido «delitos menores», como conducir bajo los efectos del alcohol. Al menos un 15 por 100 de los excluidos fueron incorrectamente clasificados como criminales. La tarea de realizar la lista de depurados fue encomendada a una empresa privada, la DBT Online, que firmó en 1988 un contrato de cuatro millones de dólares con el Estado.

			El ex presidente Jimmy Carter, a finales de septiembre de 2004, denunció, después de realizar los correspondientes análisis, que «no se dan las garantías necesarias en el Estado de Florida para que las elecciones presidenciales sean limpias», ya que «faltan los requisitos internacionales básicos para unas elecciones justas». No existe un comité electoral independiente y han vuelto a ser marginados miles de votantes de color. También en los Estados de Iowa y Nuevo México se impide el sufragio al 25 % de los electores negros con edad para participar; en Nevada, el 17 %. Una de las tácticas utilizadas para evitar la inscripción en las listas electorales de personas pertenecientes a los sectores más modestos de la población es amenazarlos con la posibilidad de ser arrestados en el momento de acudir al colegio electoral por tener pendientes el pago de algún impuesto, multas de tráfico y recibos de la electricidad o el gas de consumo doméstico, tal como se hizo en la ciudad de Baltimore el año 2002.

			En las fechas previas a los comicios presidenciales de noviembre del año 2004 los operativos e intermediarios de la campaña política han inscrito en las listas electorales incluso a los muertos y algún vivo ha sido registrado más de cuarenta veces. En el Estado de Ohio la organización NAACP ha inscrito a Mary Poppins y a Dick Tracy. Todas estas anomalías explican que los beneficiados por las manipulaciones hayan presentado una treintena de demandas para evitar la identificación de los votantes ante las urnas, con el fin de obstaculizar su descubrimiento. Se trata de crear facilidades para cometer fraudes. No se exige a los ciudadanos acudir al Departamento de Elecciones para figurar en las listas, pueden hacerlo en una cafetería o en un centro comercial. Según el diario Orlando Sentinel unos 68.000 electores inscritos en Florida también han sido registrados en Georgia y Carolina del Norte. Asimismo, según publicó el Daily News, 46.000 ciudadanos fueron inscritos a la vez en Nueva York y Florida.

			En toda democracia es el pueblo, organizado en cuerpo electoral, el titular de la soberanía legítima. Por eso conviene hilar muy fino a la hora de fijar la capacidad política de los ciudadanos. La voluntad matemática del voto tiene que ser un reflejo directo de la voluntad real. La ley electoral democrática, centro neurálgico del sistema, debe ser equitativa e igualitaria. Del principio que exige que cada ciudadano tenga un voto se deduce que todos los votos deben tener idéntico valor a la hora de elegir a sus representantes en las cámaras de la nación. Pero no siempre sucede así. Y se falsea deliberadamente la voluntad ciudadana. Como enseña Karl Loewestein, la idea del pueblo como titular soberano del poder se transforma en una hipótesis equívoca si las técnicas electorales no están establecidas de tal manera que el resultado refleje honrada y exactamente la voluntad mayoritaria de los ciudadanos.

			Algunos analistas políticos recuerdan que el Colegio Electoral fue creado por los padres fundadores de la democracia americana debido al temor que sentían hacia el «exceso de democracia». El sistema vigente se remonta al siglo xviii y apenas ha sufrido reformas. La elección del presidente se realiza de un modo indirecto. Cada Estado elige a los compromisarios encargados de decidir la votación final. El vencedor en un Estado, aunque solamente sea por un voto, consigue el apoyo de todos los compromisarios elegidos. Se da la curiosa circunstancia de que, hasta hace relativamente poco, el Estado de Washington no participaba en las elecciones presidenciales y actualmente todavía carece de representación en el Congreso. La elección directa de la máxima magistratura de la nación fue propuesta por James Wilson en 1787 pero no logró prosperar por la firme oposición de los Estados sureños, que se consideraban perjudicados por tener menos población con derecho a voto, ya que los esclavos no podían participar en los comicios, carecían de derechos políticos. James Madison, representante de Virginia, logró hacer prevalecer su tesis favorable a la elección indirecta a través del colegio electoral. Con la medida se pretendió eliminar cualquier tipo de amenaza contra la legalidad de la esclavitud, fundamental para mantener la saneada rentabilidad del campo. Por otra parte, también se consideró conveniente para la estabilidad del sistema que los votos tuvieran más valor en los Estados con menor población que en lugares como California o Nueva York «ya que allí la mayoría de los votantes son inmigrantes».

			Los movimientos de fronteras realizados en cada circunscripción electoral para lograr un número similar de votantes en los distintos distritos permite tergiversar los resultados electorales. Por ejemplo, en Illinois el republicano Tim Johnson, representante del distrito 15, añadió a su demarcación una estrecha franja de más de 150 kilómetros de longitud cuyos votantes eran republicanos en su inmensa mayoría. Por su parte, el demócrata Lane Evans, representante por el distrito 17, anexionó una zona en el centro de Illinois para garantizar el apoyo de una bolsa de votos tradicionalmente demócrata. El fenómeno, conocido como «gerrymandering» en el lenguaje político norteamericano, constituye una práctica habitual en todos los Estados antes de las elecciones. Nathaniel Persily, de la Universidad de Pensilvania, sostiene que «el proceso de rediseño de los distritos permite que los políticos elijan a los electores, y no a la inversa», tal como exige la lógica democrática.

			Durante la mayor parte de la historia de la democracia americana se negó el derecho a voto a los indigentes, a los negros, a las mujeres y a los inmigrantes. La participación en los comicios de las mujeres no se reconoció hasta el año 1918 y a los negros, aunque formalmente se les concedió la mayoría de edad política en 1863, no consiguieron el reconocimiento de sus derechos en el sur del país hasta 1964, tras largas y sangrientas luchas callejeras.

			En el fondo de este planteamiento subyace una superchería mantenida viva entre las clases dirigentes norteamericanas: las masas constituyen la amenaza real para la democracia. Resulta lógico que, en la dictadura del dinero, los pobres constituyan un peligro para la estabilidad del sistema. Por eso consideran que son las elites políticas, económicas y sociales, las encargadas de velar por el bienestar general. Las minorías selectas logran mantener su hegemonía tanto gracias al control económico de los grandes medios de comunicación como a la manipulación del sistema electoral. Los sociólogos hablan de la ley de hierro de las oligarquías al explicar esta situación. Es preciso para la perpetuación del sistema domesticar el poder real del electorado, encauzar las impaciencias de los oprimidos hacia zonas neutras e intrascendentes. No se puede tolerar nada que cuestione la distribución actual del poder. Desde esta perspectiva, la apatía de la mayoría se valora como un factor político positivo. Sobre todo si se considera que las grandes bolsas de abstención se producen precisamente entre los sectores socialmente marginales, entre personas potencialmente descontentas de la situación, entre los eternos perdedores. El proclamado gobierno del pueblo no solamente resulta una utopía actualmente, aseguran los seudo demócratas, sino que incluso es indeseable un incremento de la participación ciudadana en la vida pública. Es preciso evitar que las masas se sientan dueñas de su destino político, despierten de su letargo y reivindiquen igualdades contrarias a la «naturaleza de las cosas». Se trata de evitar a toda costa la mal denominada «dictadura de las mayorías». Ya el elitista Pareto proclamó sin ambigüedades que la representación popular era una auténtica majadería. El modelo norteamericano es un fiel seguidor de sus prédicas, aunque pocos se atreven a manifestarlo por no ser electoralmente rentable.

			Los datos revelan que los comicios norteamericanos son los que registran un mayor índice de abstención de todo el mundo occidental, formalmente democrático. Ya no hace falta acudir al sufragio restringido, tal como propugnaban los teóricos liberales, para garantizar el carácter sagrado del derecho de propiedad y para mantener a salvo los privilegios de las oligarquías económicas. Las líneas maestras de la organización política están concebidas precisamente para evitar que las aguas reivindicativas de los descontentos desborden los cauces legales y neutros. Los sectores más débiles de la sociedad, tras las experiencias pasadas, tienen clara conciencia de su incapacidad para conseguir que cambie realmente el estado de cosas y para influir en el proceso en que se toman las grandes decisiones. Por eso se alinean mayoritariamente en las filas de la abstención. Su pasividad resulta vital para el funcionamiento de un capitalismo que fomenta la desigualdad. El comportamiento consciente y racional de la mayoría de los ciudadanos acabaría con un sistema desigual e injusto. La población norteamericana, para satisfacción de las clases dirigentes, se muestra cada vez más apática. En las elecciones presidenciales las cifras de participación no alcanzan al 50 % de quienes tienen derecho a voto, más de cien millones de ciudadanos. Y los porcentajes serían todavía mucho más elevados si en el censo figuraran también los ciudadanos que, por diversas razones, forman parte de la población clandestina. La primera abstención importante se produce entre quienes no acuden al registro oficial para obtener la tarjeta que les acredita como votantes, indispensable para participar en los comicios. La mayoría considera esa formalidad como una molestia inútil, ya que no le reporta ningún beneficio. Esa obligación de inscribirse ha sido concebida precisamente para excluir la participación de los considerados políticamente como peligrosos. El senador Paul H. Douglas denunció, aportando datos, que de los 3.750.000 negros con capacidad para votar en los Estados sureños, solamente están registrados 850.000. De acuerdo con las leyes del Estado de Florida, decisivo para la elección presidencial, quienes tienen antecedentes delictivos pierden todos sus derechos políticos, por lo que miles de negros quedan privados de su derecho al voto. La delincuencia perseguida, procesada y condenada se registra siempre entre las capas sociales con menos ingresos económicos. La alta delincuencia rara vez da con sus huesos en la cárcel, ya que pueden contratar a los mejores profesionales de la abogacía, algo fundamental para obtener un fallo favorable en la justicia norteamericana. Las estadísticas son elocuentes al respecto. En los Estados Unidos de Norteamérica también la justicia se compra con dólares, tal como corresponde a su organización económicosocial. Solamente quienes disponen de grandes recursos tienen garantizada una defensa eficaz ante los tribunales de justicia. El caso del español Joaquín José Martínez, condenado a muerte en el Estado de Florida, que obligó a sus padres a mendigar en público hasta conseguir los millones necesarios para lograr la revisión de su condena, ilustra más que cualquier reflexión teórica sobre la naturaleza del sistema judicial en aquel país. Gracias a los millones invertidos lograron salvar a su hijo de la última pena. Incluso el presidente Clinton tuvo que realizar una cuestación pública para poder pagar las costas judiciales en el caso de la becaria Monica Lewinsky. Carecía de recursos suficientes para satisfacer los gastos originados por el proceso. Al menos eso es lo que se deduce de los hechos.

			La similitud ideológica de las alternativas de poder es otro factor que contribuye a fomentar el desinterés de los ciudadanos. Curtis Gans, director del Comité de Estudios del Electorado Americano, asegura que la elección de un presidente en su país no tiene un tinte dramático. «La gente —escribe— es más pragmática que ideológica y muchos creen que el hecho de que Gore o Bush ocupen la Casa Blanca tendrá una influencia insignificante en su vida.»5 Lo mismo sucede con Bush y Kerry: ambos se educaron en la Universidad elitista de Yale y pertenecen a la misma clase política. El candidato demócrata votó sí a la guerra de Irak y no condenó los abusos en la base de Guantánamo. Tampoco firmará el acuerdo de Kioto para reducir la emisión de gases de efecto invernadero ni aceptará la jurisdicción del Tribunal Penal Internacional. Pat Buchaman y Ralph Nader sostienen que los candidatos son almas gemelas que acuerdan librar una batalla en las urnas. Gane quien gane la dirección de los negocios públicos, en lo fundamental, seguirá exactamente igual. Las diferencias son simplemente cuestiones de matiz.

			Siendo el momento culminante de la democracia las elecciones, resulta necesario analizar sus características para descubrir la verdadera naturaleza del sistema político. En un mundo globalizado por la ideología del mercado resulta natural que la potencia hegemónica responda a las características del nuevo orden que se quiere implantar en los cinco continentes. Por ello todo candidato que pretenda competir con posibilidades de éxito en las consultas electorales norteamericanas deberá disponer de la riqueza necesaria para participar con ciertas garantías de conseguir apoyos en los negocios de la política. John F. Kennedy reconoció que para tener éxito en las elecciones en Norteamérica son necesarios tres requisitos: dinero, dinero y dinero. Warren Buffet, uno de los inversores financieros más prestigiosos, escribió en The New York Times, en el mes de octubre del año 2000, que una aportación de 25.000 dólares consigue convertir al donante en una persona digna de ser tenida en consideración en el mundo político. La campaña de 2004 ha batido el récord histórico de inversiones, a pesar de haber entrado ya en vigor la nueva legislación para controlar el flujo del dinero electoral. El Center for Responsive Politics reconoce que «cualquiera que quiera lanzarse a la carrera para ser presidente necesita conseguir mucho dinero». Alex Knott denuncia que las donaciones atan los candidatos a «los intereses de los donantes». Los topes legales se rebasan a través de organizaciones supuestamente independientes que hacen y deshacen a su antojo.

			La actividad pública en el país más poderoso de la tierra ha estado y está vetada a los indigentes. Las condiciones imperantes en el mercado del voto tornan innecesarias las primitivas normas que negaban el voto a los mendigos y a quienes no pagaban impuestos por carecer de fortuna. La discriminación se ha hecho más sutil, pero también más eficaz y monetaria. Las modernas técnicas sociales consiguen idénticos resultados sin necesidad de negar derechos a nadie e incluso permitiéndose la generosidad retórica de proclamar en las cartas constitucionales que todos somos iguales en derechos y obligaciones. El dinero desempeña un papel básico a la hora de discriminar a los ciudadanos. Un candidato tendrá más posibilidades de triunfo cuando más apoyos financieros lo respalden. Calculan los expertos que la elección de un miembro de la Cámara de Representantes exige como mínimo una inversión de medio millón de dólares. Jesse Unruch, ex consejero de Estado, reconoció que «el dinero es la madre de leche de la política». En California una campaña estatal, para gozar de las mieles del éxito, requiere una inversión de más de un millón de dólares. Jay Rockefeller desembolsó 1.320 millones de pesetas de aquella época para poder ganar una elección de gobernador en Virginia occidental; Mondale invirtió 3.700 millones para derrotar en las primarias de su partido al reverendo Jesse Jackson y a Gary Hart; en la campaña electoral por la presidencia, Reagan y Mondale desembolsaron cada uno en torno a los cinco mil millones de pesetas, cantidad superada por el presidente Clinton; Bush, el último presidente, recaudó más de 100 millones de dólares para su campaña electoral. Tanto los miembros de la Cámara de Representantes como los senadores reconocen que durante el desempeño de su mandato dedican más tiempo a recaudar fondos para asegurarse la reelección que a cumplir las obligaciones propias del cargo, a pesar de que les resulta más fácil conseguir el dinero que a quienes se presentan por primera vez.

			Abundan los ejemplos dignos de calificar a la democracia norteamericana como la democracia del dólar. John Corzine, millonario de Wall Street, ex directivo de la firma de inversiones Goldman Sachs, resultó elegido senador demócrata por New Jersey gracias a una inversión de 60 millones de dólares. Su contrincante, Bob Franks, fue derrotado por haber conseguido solamente 5 millones. Cada político debe organizarse como una empresa individual para recaudar los fondos necesarios para vencer en los comicios, primero en las primarias dentro de su propio partido y luego en las elecciones generales frente a todos los candidatos. Estudios realizados por Steven Weiss, experto en financiación de campañas electorales del Center for Responsive Politics, demuestran que «en nueve de cada diez casos el político que invierte más dinero consigue resultar elegido». Los candidatos ganadores en las elecciones al Senado gastaron una media superior a los 7,5 millones de dólares mientras que los derrotados no llegaron a los 4 millones. El modelo político norteamericano se aproxima cada vez más a una sociedad anónima mercantil donde el poder de cada votante se encuentra en relación directa con el número de acciones que posea en la empresa. El valor político del dólar es evidente y decisivo. La democracia norteamericana constituye la representación más genuina de la democracia del dinero que nos intentan implantar a escala planetaria.

			No todos los apoyos financieros se realizan a la luz del día, con la transparencia pregonada. En ocasiones se utilizan vías subterráneas o procedimientos tangenciales para no evidenciar ante la opinión pública la compra de favores políticos. La prestigiosa editorial Simon & Schuster adelantó ocho millones de dólares a Hillary Clinton por los derechos de publicación de un libro que todavía no había escrito. No se trata de un caso aislado, sino de una práctica corriente. La misma editorial había ofrecido a Nancy Reagan dos millones de dólares por un libro que nunca se publicó. Public Citizen, organismo americano de control de las actividades públicas, denunció como una compensación descarada a las grandes donaciones al partido, realizadas por las industrias de televisión y los fabricantes de cigarrillos, una ley promulgada en 1996 concediendo a las emisoras de televisión el libre uso del espectro digital y una desgravación fiscal a la industria tabaquera. Las donaciones a los partidos más que regalos constituyen préstamos devueltos con generosos intereses cuando los destinatarios desempeñan los cargos públicos. Como describe acertadamente el pensador político francés Alain Touraine, estamos retornando al régimen anterior a la Revolución Francesa: la aristocracia son los banqueros; el clero, los medios de comunicación; el pueblo, la gran masa, desempeña un papel pasivo y servil.

			Resulta perfectamente coherente con una etapa histórica dominada por la ideología del mercado ecuménico que los partidos políticos planifiquen la venta de sus candidatos con una estrategia similar a la utilizada por los grandes industriales para colocar su producción en un mercado cada vez más competitivo y abierto. Los aspirantes a un cargo representativo son considerados como simples mercancías, las campañas como promociones de ventas y el electorado como meros consumidores de productos políticos. Las ideologías están mal vistas. No son políticamente correctas. Hace tiempo que han sido encerradas en el baúl de los recuerdos históricos. Lo único importante es tener una buena cartera de clientes electorales. «Los partidos y sus organizaciones partidarias —escribe Jurgen Habermas en Historia y crítica de la opinión pública— se ven obligados a influir en las decisiones de sus electores de un modo análogo a la presión ejercida por el reclamo publicitario sobre las decisiones de los consumidores: surge la industria del marketing político. Los agitadores y los propagandistas del viejo estilo son desplazados por neutrales especialistas publicitarios, a los que se emplea para vender política de un modo no político.» La única diferencia entre la propaganda política y la publicidad es que mientras la primera vende ideas y proyectos, la segunda ofrece bienes materiales y servicios. El comentarista norteamericano Sid Bernstein afirma que «los candidatos políticos se venden exactamente igual que el jabón, la leche o lo que sea; si se profundiza en el tema, se descubre que es la única forma de vender cualquier producto». Algunos expertos subrayan como diferencia más notable entre publicidad y campaña política el hecho de que el producto fabricado puede alterarse mientras que al político hay que tomarlo tal como es, pero en la actualidad también la imagen del político puede manipularse según las conveniencias y transformarse tan radicalmente como cualquier producto comercial. El objeto electoral, para venderse, debe crearse a imagen y semejanza de los gustos del público. También en la actividad electoral existen las modas. En la moderna industria política no se trafica con ideologías, sino con gestos, apariencias, sonrisas, simpatías, respuestas ingeniosas y otros superficiales engaños. No se apela a la reflexión racional, sino a las sensaciones; se busca el impacto más que el análisis meditado y riguroso. Pensar se está convirtiendo cada vez más en una actividad subversiva. Todos los políticos tienen que adaptarse a las condiciones del medio si pretenden sobrevivir en esta vorágine mercantilista.

			Dentro de la cultura del espectáculo, la televisión desempeña un papel fundamental en la sociedad norteamericana. La imagen está reemplazando a la tipografía. Solamente se cree aquello que se ve, como santo Tomás, sin reparar en las técnicas de manipulación capaces de dar gato por liebre al más espabilado. El prestigio y la popularidad, en el siglo xxi, al menos en sus inicios, se ganan ante las cámaras de televisión. Un presentador de agradable presencia física y de sonrisa cautivadora es más influyente que un catedrático de universidad. Un político ingenioso, comunicador y convenientemente maquillado, logra más votos que un programa de soluciones a los problemas que afectan gravemente a la sociedad. El presidente-actor Ronald Reagan, tras pasar por los estudios de Hollywood y la Casa Blanca, declaró no haber encontrado diferencias entre el mundo de los actores y la política. Todos tienen que adaptarse al guión y seguir las instrucciones de los directores que permanecen en las sombras. Nadie puede prescindir de la televisión. Muchas elecciones se han decidido en un debate ante las cámaras. El primer debate electoral televisado, celebrado el 26 de septiembre de 1960 entre Richard Nixon y John F. Kennedy, puso de manifiesto la eficacia de los pequeños detalles para promocionar candidatos. El vigor juvenil y el desparpajo de Kennedy se impusieron a un Nixon con fiebre y mal afeitado. Las gotas de sudor que surcaron el rostro del candidato republicano jugaron una baza más importante que la indudable inteligencia política de Kennedy. También las muecas realizadas por Al Gore en su debate televisivo con Bush inclinaron la balanza hacia el lado republicano.

			Dos tercios de lo recaudado por los candidatos norteamericanos se invierten en televisión, tercera fuente de ingresos de las cadenas privadas, después de los anuncios de automóviles y las comidas rápidas. Según Paul Taylor, «las campañas políticas se han convertido, cada vez más, en una transferencia de ingresos entre donantes ricos y cadenas de televisión ricas; mientras tanto el debate real está desapareciendo de la plaza pública de la televisión». El discurso de la imagen no es adecuado para la reflexión filosófica. Vende impactos, espectáculo. De los años de mandato del presidente Clinton lo que permanece en la memoria del público norteamericano son sus relaciones amorosas con la becaria Monica Lewinsky. La apariencia de sheriff decidido y desafiante ha sido decisiva para el triunfo de George W. Bush. En la democracia del dólar el pueblo no es más que una masa amorfa de consumidores incapaces de asumir su responsabilidad soberana.

			Pero el problema de la democracia norteamericana no reside en la falta de participación electoral, es mucho más grave y profundo. La apatía ciudadana es simplemente una exteriorización de una creencia compartida por la mayoría: su voto sirve para muy poco. El individuo aislado nada puede hacer frente al complejo industrial-militar sólidamente instalado en la cúpula del poder. Las grandes decisiones se toman en las sombras y sirven a intereses de grupos reducidos e influyentes. Al hombre de la calle le resulta imposible conocer las diferencias reales entre los candidatos por una razón evidente: no existen. Las grandes cuestiones no se debaten ante la opinión pública. Cuando conviene, se inventan enemigos interiores o exteriores capaces de las mayores maldades, como los ogros de los cuentos infantiles o el lobo feroz de caperucita roja. En la propaganda de la guerra fría, el auténticamente rojo era la bestia amenazante, moradora de las gélidas estepas rusas, capaz de las mayores perversidades. Ahora la amenaza terrorista le ha proporcionado nuevos enemigos.
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